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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Se abre la sesión pública 

correspondiente a la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación.  

 

Señora Ministra, señores Ministros, oportunamente se repartió el 

acta de la sesión anterior. No habiendo recibido comentarios, se 

consulta ¿en votación económica se aprueba el acta? 

(VOTACIÓN FAVORABLE). 

 

QUEDA APROBADA EL ACTA POR UNANIMIDAD DE 
CUATRO VOTOS. 
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Corresponde a la ponencia del señor Ministro Zaldívar Lelo 

de Larrea, dar cuenta en primer término con los asuntos listados 

para el día de hoy. Licenciada, muy buenas tardes, sírvase dar 

cuenta. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, MAESTRA CARMINA 

CORTÉS RODRÍGUEZ: Buenas tardes señor Ministro 

Presidente, con mucho gusto. 

 

Por instrucciones del señor Ministro ponente, quedan en lista los 

asuntos identificados con los números económicos 3, 5, 10 y 1 

bis, que corresponden, respectivamente, al Amparo Directo en 

Revisión 4669/2015, la Contradicción de Tesis 298/2015, 

Amparo Directo en Revisión 4670/2015 y el Recurso de 

Reclamación 35/2015-CA. Asimismo, por instrucciones de esta 

Primera Sala, el asunto identificado con el número económico 6, 

correspondiente a la Contradicción de Tesis 256/2015, se 

remitirá al Tribunal Pleno. 

 

A continuación, solicito la autorización del señor Ministro 

Presidente para modificar el orden de la lista y dar cuenta en 

primer lugar con el asunto identificado con el número económico 

8 para, posteriormente, dar cuenta con los asuntos identificados 

con los números económicos 1, 2 y 4, y finalizar con el resto de 

los asuntos de la lista. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Adelante. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Gracias señor Ministro 

Presidente. 

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 
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ASUNTO NÚMERO 8 
 
AMPARO EN REVISIÓN 1388/2015.  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 
PROTEGE A LA QUEJOSA, EN CONTRA DE LOS ACTOS Y 
LAS AUTORIDADES PRECISADAS EN EL RESULTANDO 
SEGUNDO DE LA PRESENTE EJECUTORIA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío Díaz. 

 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Muchas gracias señor 

Ministro Presidente. En el proyecto se propone revocar la 

sentencia recurrida y conceder el amparo a la quejosa –como lo 

acaba de señalar la señora secretaria– al considerar 

inconstitucionales los artículos 332, mismo que –a mi parecer, 

ahora lo explicaré– no fue señalado como acto reclamado, y 334 

del Código Penal Federal. Para arribar a tal conclusión, en 

principio, se considera incorrecto el sobreseimiento determinado 

por el Juez Décimo de Distrito de Amparo en Materia Penal, aquí 

en la Ciudad de México.  

 

Según se sostiene en la consulta, son fundados los agravios de 

la recurrente al estimarse que las normas impugnadas, en su 

carácter de autoaplicativas, generan un perjuicio jurídicamente 

relevante a la quejosa debido a su potencial contenido 

estigmatizante, así como que, aun suponiendo que no tuvieran 

ese carácter, dichas normas implícitamente sustentaron el acto 

que se reclama. 

 



4 

 

Por lo que hace al tema relativo a la supuesta naturaleza 

autoaplicativa de las normas impugnadas, se citan como 

precedentes los Amparos en Revisión 152/2013 y 492/2014, en 

los que se sostuvo que el interés legítimo, tratándose de las 

normas autoaplicativas, se actualiza cuando: sin necesidad de 

un acto concreto de aplicación, los efectos de las normas ocurren 

en forma incondicionada y trascienden en la afectación 

individual, colectiva, calificada, actual, real y jurídicamente 

relevante para la parte quejosa. Nunca he compartido esta 

interpretación.  

 

Desde que se resolvieron ambos asuntos, así, como el Amparo 

en Revisión 482/2014, entre otros, mi voto acerca de la 

procedencia y la naturaleza autoaplicativa de las normas en los 

casos de interés legítimo ha sido en contra de dicha 

interpretación. 

 

Como he manifestado en los votos relativos a los precedentes 

aludidos, me parece que la relación entre el interés legítimo y la 

naturaleza auto o heteroaplicativa de una norma no puede 

funcionar –como se presentó en esas resoluciones–; es decir, 

como una relación inversamente proporcional en la que al 

cambiar el concepto de interés, de jurídico a legítimo, cambia la 

relación de las normas aplicadas; es decir, que las normas 

siendo de naturaleza heteroaplicativas se conviertan en 

autoaplicativas. 

 

De acuerdo con lo que expresé desde entonces, me parece que 

tal relación no hace sentido si la naturaleza auto o 

heteroaplicativa de las normas es formal, no cambia como 

dependiente del interés o de la función material de afectación. 

De ser así, la distinción acabaría, careciendo de sentido dejando 
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de identificar el acto que genera la oportunidad para la 

presentación de la demanda de amparo. 

 

La falta de interés como causal de improcedencia, claramente se 

ve modificada con el cambio del interés jurídico al interés 

legítimo, admitiendo muchas más alternativas de afectación, 

pero ello no cambia la estructura –insisto– de las normas 

generales en cuanto al momento en el que ese perjuicio se 

causa, que constituye una causal de improcedencia distinta a la 

falta de interés. 

 

Mi opinión –en este sentido– la he reiterado en todos los asuntos 

en los que la mayoría de esta Primera Sala ha sustentado el 

criterio contrario. Así, desde mi perspectiva, tanto los artículos 

impugnados por la quejosa, a saber: el 333 y el 334 del Código 

Penal Federal, como el 332, cuya inconstitucionalidad se 

propone declarar en el proyecto; no obstante que dicha norma –

como lo mencioné– no fue señalada como acto reclamado, son 

de naturaleza heteroaplicativa, sin que el interés legítimo –que 

aduce tener la recurrente y que la avala el proyecto– modifique 

su naturaleza. 

 

Siendo esto así, la propuesta contenida en la consulta, resulta 

contraria a la postura, que reiteradamente he sostenido en estos 

temas. Debo aclarar, que si bien, en el caso del matrimonio 

igualitario en el Amparo en Revisión 152/2013, consideré que a 

pesar de las objeciones anteriores se actualizaba el interés 

legítimo del grupo vulnerado y discriminado, esto es, que aun 

cuando no se cambiara la naturaleza de la norma nos 

encontrábamos frente al interés de un grupo definido 

constitucionalmente, cuyas características les permitía generar 

una pretensión como la analizada, en el caso de normas penales 

este interés no puede, de ningún modo, generarse. 
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En este punto he sido claro y enfático en los precedentes en 

donde se analizaron los tipos penales identificados como 

“halconeo”, en los Amparos en Revisión 492/2014 y 482/2015, 

sobre este delito, previsto en el Código Penal del Estado de 

Chiapas. En ambos precedentes voté en contra y porque se 

actualizaba la causal de improcedencia de falta de interés 

legítimo al no existir un acto de aplicación de las normas 

impugnadas. En el caso que nos ocupa, claramente estamos 

frente a la norma de naturaleza penal sin existir un acto de 

aplicación que actualice el interés legítimo de la quejosa para 

impugnarlos. 

 

Por otra parte, también me resulta problemática la supuesta 

aplicación implícita de las normas penales impugnadas que se 

sostienen, a mayor abundamiento, en las páginas 29 y siguientes 

del proyecto. Según se indica en el proyecto, suponiendo que las 

normas no hubieren sido reclamadas en su carácter de 

autoaplicativas, en el caso que ahora se analiza, existió un acto 

de aplicación ya que las normas penales reclamadas sustentan 

implícitamente –se nos dice– la negativa de las autoridades, 

pues impiden que se interrumpa un embarazo en situaciones 

distintas a las previstas por dichos preceptos; es decir, cuando 

esté en riesgo la salud de la mujer, no su vida, y cuando así lo 

decida la mujer embarazada, independientemente de las 

justificaciones que tenga para ello. Tampoco puedo compartir 

esta afirmación.  

 

A pesar de la lectura de la respuesta del Instituto de Seguridad 

Social de los Trabajadores al Servicio del Estado, a la solicitud 

de la quejosa, no advierto aplicación ni explícita ni implícita 

alguna de los artículos 333 y 334 del Código Penal Federal, en 
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los que se establecen las causas de exclusión y la excusa 

absolutoria del delito de aborto a nivel federal.  

 

Por el contrario, en el oficio suscrito por el jefe de servicio de 

medicina materno-fetal y el coordinador de ginecoobstetricia del 

Centro Médico Nacional “20 de Noviembre”, que la consulta 

identifica como acto de aplicación de las normas penales, se 

alude exclusivamente al hecho de que el síndrome de klinefelter, 

no es incompatible con una vida sana; el individuo será 

autosuficiente y contará con inteligencia normal. Por lo que, para 

autoridades administrativas no existe razón alguna para 

considerar una posible interrupción del embarazo.  

 

En dicho acto, también se señala que el ISSSTE es una 

institución de salud del ámbito federal, la cual se rige por la Ley 

General de Salud, misma que no contempla la interrupción legal 

del embarazo sin que, en consecuencia, le fueren aplicar las 

leyes locales del Distrito Federal -ahora Ciudad de México– 

invocadas por el entonces solicitante. 

 

Así las cosas, no advierto aplicación implícita de las normas 

penales que establecen la exclusión y la excusa absolutoria del 

delito de aborto en el ámbito federal, ni me parece que las 

mismas puedan ser consideradas como fundamento legal para 

que una autoridad administrativa dé contestación a una solicitud 

de carácter médico. En dado caso, el oficio podría considerarse 

un acto de aplicación de la Ley General de Salud, que es el 

instrumento legal que el ISSSTE utiliza como fundamento para 

su negativa, mas no así, de normas sustantivas del Código Penal 

Federal, cuya aplicación no le compete al personal de un centro 

médico. 

 



8 

 

En tales condiciones, con independencia de mi convicción 

personal sobre el tema del aborto y la salud de las mujeres, así 

como la inconstitucionalidad o constitucionalidad de las normas 

reclamadas; en el caso que hoy nos ocupa, me resulta imposible 

votar a favor del proyecto, pues me enfrento a cuestiones de 

improcedencia insalvables que me fuerzan a ser consistente con 

mis votos anteriores. 

 

Los antecedentes y la vía litigiosa por la que se optó en este 

asunto para impugnar normas penales, –que reitero– teniendo 

naturaleza heteroaplicativa no fueron aplicadas en perjuicio de la 

quejosa, no me permite compartir –muy respetuosamente– el 

proyecto; de ahí que mi voto será en el sentido de confirmar el 

sobreseimiento decretado por el juez de distrito. Muchas gracias 

señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Al contrario. Señora 

Ministra Piña. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Gracias señor 

Ministro Presidente. En primer lugar, quiero agradecer al 

Ministro Zaldívar por su interesante proyecto. El aborto, sin 

duda, es un problema complejo y de gran relevancia y, entre 

otras cosas, porque precisamente están involucrados derechos 

y valores fundamentales de las mujeres y de los nasciturus. En 

este asunto, en concreto, votaré en contra, porque estimo que 

el juicio de amparo es improcedente y, por lo tanto, se tiene que 

confirmar el sobreseimiento del juez. 

 

En la demanda de amparo se reclamaron los siguientes actos: 

los artículos 333 y 334 del Código Penal Federal y la negativa del 

ISSSTE a practicar el aborto solicitado por la quejosa. De las 

constancias del juicio, se advierte que éste se admitió, tramitó y 
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falló, exclusivamente por los artículos 333 y 334 del Código Penal 

Federal y por la negativa reclamada. 

 

Los artículos que se están reclamando en este juicio, el 333 del 

Código Penal Federal, que establece: “No es punible el aborto 

causado sólo por imprudencia de la mujer embarazada, o cuando 

el embarazo sea resultado de una violación”. Y el artículo 334, 

que dice: “No se aplicará sanción: cuando de no provocarse el 

aborto, la mujer embarazada o el producto corran peligro de 

muerte, a juicio del médico que la asista, oyendo ésta el dictamen 

de otro médico, siempre que esto fuera posible y no sea peligrosa 

la demora”. Estos fueron los actos reclamados legislativos en la 

demanda de amparo, y se reclamó, ya como acto de aplicación 

de estos artículos, la negativa del ISSSTE de practicarle el aborto 

a esta persona. 

 

Ahora, en el tema de la procedencia, en el proyecto se siguen 

dos líneas argumentativas: una, sostiene que las normas 

reclamadas son autoaplicativas; la otra que, —incluso— si fueran 

heteroaplicativas se aplicaron implícitamente en la negativa 

reclamada. En mi opinión, las normas reclamadas son, en efecto, 

heteroaplicativas, pero –a mi juicio– no existió acto de aplicación 

en la negativa reclamada.  

 

En primer lugar, —como se advierte del texto de los artículos que 

acabo de leer— las normas reclamadas contienen excusas 

absolutorias, y no la prohibición de abortar, que es la que 

pretende cuestionarse en los conceptos de violación. 

 

El tipo de aborto, —en este caso como tipo penal— no está 

contenido en los artículos reclamados, sino únicamente por lo 

que se hace a la madre que aborta, en el artículo 332 en donde 

se establece la imposición de la pena a la madre que 
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voluntariamente procure su aborto o consienta que otro. Y en el 

artículo 331, ambos del Código Penal Federal, establece que la 

sanción para los médicos profesionistas que realicen el aborto, 

cuál será la pena. 

 

Estimo que las normas reclamadas son heteroaplicativas, —

como ya lo señalé— puesto que una excusa absolutoria opera —

entre otras condiciones— cuando sea verificado 

jurisdiccionalmente la existencia del delito y la responsabilidad 

del acusado; lo que en el caso no ha sucedido. 

 

En el proyecto se sostiene que la prohibición de abortar, prevista 

en el artículo 332 del Código Penal Federal, fue la que 

fundamentó, implícitamente, la negativa reclamada. No comparto 

este argumento. En primer lugar, porque el artículo 332 del 

Código Penal Federal —como ya anuncié— no fue reclamado en 

la demanda, no se siguió el juicio por ese artículo ni se 

emplazaron a las autoridades responsables, pero, incluso, si 

hubiera sido reclamada, esa norma tiene como destinataria 

únicamente a la madre que aborta y no a los médicos que 

practican el aborto, por lo que tampoco podría sustentar ni 

siquiera —implícitamente— la negativa reclamada. Y esto 

derivado —precisamente— de que el acto reclamado surge 

como la negativa que los doctores le hacen saber a la ahora 

quejosa en el oficio, que es el acto de aplicación. 

 

En todo caso, la norma que podría fundamentar esa negativa es 

la que prohíbe a los médicos practicar un aborto, y esa norma 

está contenida en el artículo 331 del Código Penal Federal, 

norma que tampoco fue reclamada, y a la que ni siquiera se alude 

en el proyecto.  
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Por lo tanto, los artículos 333 y 334, que contienen excusas 

absolutorias del delito de aborto, así como el artículo 332 no 

reclamado por la quejosa, de ninguna manera podrían haberse 

aplicadas a la quejosa en la negativa reclamada. En este sentido, 

considero —respetuosamente— que no existe acto de aplicación 

ni siquiera de manera implícita de los artículos 333 y 334 

reclamados, ni del artículo 332, que es el que se analiza, y que 

no fue reclamado en el juicio de amparo.  

 

En relación a la consideración de que las normas reclamadas son 

autoaplicativas, difiero del proyecto; como lo he sostenido en 

diversos precedentes, concretamente en los precedentes que 

hemos analizado de matrimonio igualitario; creo que ese tipo de 

normas son de naturaleza heteroaplicativa y no de naturaleza 

autoaplicativa. 

 

Pero, aun partiendo de una visión, considero que, en este caso, 

ni siquiera puede hablarse implícitamente de que se contenga en 

un juicio de valor discriminatorio y estigmatizador en contra de 

las mujeres, puesto que, si bien, su parte directiva alude a 

excusas absolutorias del delito de aborto que requieren de un 

acto de aplicación para actualizarse, su parte valorativa, las 

razones subyacentes implican una valoración negativa de las 

mujeres por razón de género, según el proyecto.  

 

Y esta razón sería, que las mujeres deben cumplir el papel de 

madres que tradicionalmente se les atribuye y que su salud es 

menos valiosa que el nasciturus. Se afirma en el proyecto, que 

la vigencia de esas normas, por sí, actualiza un perjuicio 

permanente en contra de la quejosa porque trasmite un mensaje 

discriminatorio y estigmatizador con base en una categoría 

sospechosa, el género, previsto en el artículo 1º constitucional y, 

por ello, atentatorio de su dignidad humana.  
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Por lo que el juicio valorativo que subyace a esas reglas, es 

autoaplicativo y genera un perjuicio que se actualiza 

permanentemente y puede ser combatido en cualquier momento. 

Al margen, de que considero que son normas heteroaplicativas 

y, en este sentido, —me he apartado de estas consideraciones— 

difiero de la apreciación del proyecto en cuanto a la existencia de 

más de un juicio de valor discriminatorio y estigmatizador, 

subyace entre los artículos impugnados por lo siguiente: si dicho 

juicio fuera la razón subyacente de la regulación del aborto 

prevista en el Código Penal Federal, entonces, no se entendería 

por qué los artículos reclamados establecen como excusas 

absolutorias la relativa al aborto causado por imprudencia de la 

madre, el practicado cuando el embarazo es resultado de una 

violación y el provocado cuando está en peligro la vida de la 

madre.  

 

El hecho de que las normas reclamadas prevean supuestos en 

los que claramente se da relevancia a los derechos de la mujer 

frente al nasciturus, como su derecho al libre desarrollo de la 

personalidad o a su dignidad en el caso de violación, su derecho 

a la vida en el caso del peligro de muerte o la no intención de 

cometer o la de en el caso de negligencia, evidencia, —a mi 

manera de ver—, que lo que subyace a esa regulación, no es un 

juicio discriminatorio y estigmatizador basado en el género, sino, 

en todo caso, una ponderación correcta o no, o la omisión de 

realizar esa ponderación entre el valor del nasciturus frente a los 

derechos e intereses de la mujer en determinadas 

circunstancias.  

 

Dicho en otras palabras, la presencia en el trasfondo del juicio de 

valor discriminatorio y estigmatizante, a que se alude en el 

proyecto, consistente en que la mujer debe someterse a su 
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destino de madre sin tener en cuenta sus intereses y su derecho, 

—a mi juicio— es incompatible con el reconocimiento que las 

excusas absolutorias previstas en las normas reclamadas hacen 

de su autonomía, dignidad y derecho a la vida como razones que 

se imponen al valor del nasciturus en determinados casos, pues 

me parece, que si esa valoración subyaciera —efectivamente— 

en las reglas impugnadas, no habría razones para excusar a la 

mujer que desertó de su función de madre en aras de sus propios 

intereses o derechos.  

 
El hecho de que esas normas omitan reconocer como excusa 

absolutoria –o como excluyente del delito de aborto, en su caso– 

el peligro para la salud de la madre, no me permite inferir 

concluyentemente la existencia de un juicio de valor 

estigmatizador y discriminatorio basado en el género, –como se 

sugiere en el proyecto– pues esa circunstancia, –considerando 

la presencia de otras excusas absolutorias en la regulación del 

aborto– es más congruente con el hecho de que el legislador 

realizó u omitió realizar una ponderación probablemente errada 

o no de los intereses del nasciturus frente a los de la madre, lo 

que por sí mismo no puede ser considerado discriminatorio ni 

estigmatizador sobre la base del género. 

 

Por lo tanto, –respetuosamente– y agradeciendo el proyecto tan 

extenso y cuidadoso que presenta el Ministro Arturo Zaldívar, y 

considerando aun que el problema del aborto es de suma 

relevancia, considero que no se puede abordar dicho estudio al 

margen de los causes determinados en este sentido por el propio 

derecho, por nuestra Ley de Amparo y por nuestra Constitución, 

al no satisfacerse las condiciones de procedencia del juicio de 

amparo, por lo que mi voto será en el sentido de que debemos 

confirmar el sobreseimiento. Gracias señor Ministro Presidente. 
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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias señora Ministra. A 

diferencia del Ministro Cossío y la Ministra Piña Hernández, creo 

que el amparo es procedente, y me parece que le asiste la razón 

a la quejosa; sin embargo, no comparto el proyecto en sus 

términos y, por lo tanto, votaré en contra del proyecto. Me parece 

que lo que pide la quejosa es distinto a lo que propone el 

proyecto. 

 

Me explico: El proyecto parte de dos precedentes –que 

comparto– sobre normas autoaplicativas, y el entendimiento de 

las normas autoaplicativas, a la luz de la nueva Ley de Amparo, 

principalmente sobre los amparos que se han resuelto en cuanto 

al matrimonio igualitario, donde no existe un acto de aplicación; 

es decir, llega un matrimonio igualitario y presenta un amparo 

indirecto en contra de la norma argumentando que existe una 

norma estigmatizante. La categoría de estigmatizante – desde mi 

punto de vista– veda cualquier discusión; es decir, cuando existe 

un acto estigmatizante se acabó la discusión democrática, se 

acabó la discusión; hay una causa grave de discriminación. 

 

En este caso, –y particularmente en los casos de aborto, desde 

mi punto de vista– existe una ponderación que se puede ver de 

varias maneras: una ponderación entre vida y libertad de la mujer 

de decidir sobre su cuerpo. Existe un problema sobre qué tanto 

puede el gobierno entrometerse en las decisiones personales, y 

existe –sin lugar a duda– una ponderación entre iguales 

derechos, entre un planteamiento de igualdad. Me parece que 

ese debe de ser el planteamiento del aborto, no es una discusión 

donde existe esa veda democrática para discutir, me parece que 

existe una ponderación. 

 

El aceptar la estigmatización como fundamento para el aborto – 

desde mi punto de vista– me resultaría –por ejemplo– muy difícil 
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explicar, porque no es estigmatizante o es estigmatizante en las 

primeras once semanas, pero en la semana décimo segunda 

deja de existir esa estigmatización; entonces, me parece que la 

construcción, vía estigmatización, no es una línea argumentativa 

que, en lo personal, comparto. 

 

Aunado a lo anterior, en aquellos asuntos fueron amparos contra 

la norma donde no existía un acto de autoridad, donde no existía 

la individualización de la norma; a diferencia, –en este caso– 

existe un acto de autoridad, existe una individualización de la 

norma que concretamente está impugnada. 

 

Por lo tanto, me parece que el proyecto debe de partir de un 

interés jurídico directo, cosa que creo que existe. En este caso, 

en particular, la quejosa que es un derechohabiente del ISSSTE, 

llega a la institución y pide la interrupción legal de su embarazo 

alegando un problema de salud.  

 

El Instituto le contesta que el producto del embarazo es viable y 

que ya excedió las semanas, en la cual, conforme al derecho de 

la Ciudad de México, se le pudiera practicar la interrupción del 

embarazo, nunca le contesta el planteamiento de salud. 

 

En el amparo, la quejosa plantea dos cosas simplemente: 

impugna los artículos 333 y 334 del Código Penal Federal, en lo 

relativo a la ausencia de la causal de salud como excluyente de 

responsabilidad del delito de aborto, y que se pronuncie el 

tribunal sobre la discriminación implícita en los artículos 333 y 

334 del Código Penal Federal, en términos de lo argumentado 

en relación a la violación del derecho a la igualdad y no 

discriminación.  
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Es decir, la quejosa lo que pide o lo que pregunta es: al no existir 

la causal de salud como excluyente de responsabilidad, si debe 

o no o si está siendo discriminada en ese sentido; es decir, hay 

una cuestión de discriminación, hay una cuestión de 

desigualdad. 

 

De otorgársele el amparo en el sentido de, existe –

efectivamente– una deficiencia en la norma impugnada, por no 

incluir la salud como excluyente de responsabilidad; luego 

entonces, el médico estaría en posibilidad —y no estaría 

impedido por una norma federal— de practicar la interrupción del 

embarazo. 

 

Me parece que ésa debe ser la litis del proyecto; por lo tanto, 

votaré en contra, en aras de que el proyecto de returne y se 

construya de esta manera. Señora Ministra Piña Hernández. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Nada más para 

aclarar mi posición. Parto de que sí existe un acto reclamado y, 

por lo tanto, sí tiene interés jurídico la quejosa. Lo que se debe 

analizar como tal es: ¿hay aplicación o no de las normas, en 

primer lugar, de las que ella está reclamando? Partiendo de si 

hay aplicación o no de tales normas, tendríamos que hacer lo 

que hizo el juez de distrito respecto al acto de aplicación en sí 

mismo; es decir, si respecto del acto de aplicación se configura 

alguna causal de improcedencia y se tiene que sobreseer por el 

acto concreto de aplicación, esto se hace extensivo a la ley 

conforme a la jurisprudencia de la Suprema Corte. 

 

Yo sí quiero decir: no estoy adelantando en función del acto de 

aplicación, pero considero que sí tenía interés jurídico, que hay 

un oficio reclamado respecto del cual se tiene que analizar: 

primero, si daría lugar ese oficio reclamado a controvertir las 
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normas que está impugnando la quejosa. Segundo, si respecto 

de ese acto de aplicación se actualizara o no una causal de 

improcedencia que, en este caso, el juez consideró que sí se 

aplicaba porque ya –incluso– la quejosa se había practicado el 

aborto y que, por lo tanto, no podría tener un efecto restitutorio. 

 

 Me estoy pronunciando específicamente por el estudio que se 

hace sobre la naturaleza autoaplicativa y heteroaplicativa de las 

normas, porque de ahí es donde básicamente consideran que al 

haber acto de aplicación se da la procedencia del estudio de la 

norma. El interés jurídico de la quejosa se concretizó con el 

oficio, en el cual le respondió el ISSSTE.  

 

Ahora, hay que ver la aplicación de las normas en el oficio y 

después ver —que fue lo que dijo el juez— si se tiene que 

sobreseer o no por ese oficio, en función de causales de 

improcedencia diferentes, y de ahí hacerla extensiva o no a las 

normas impugnadas.  

 

Pero en este caso, el interés jurídico de la quejosa, para 

promover como tal el juicio de amparo, se da en función de que 

ese oficio fue dirigido a ella, ahí está el interés jurídico. Y lo que 

suceda en el juicio en relación al sobreseimiento o no respecto 

del acto reclamado que va a dar lugar al sobreseimiento, creo 

que sería materia de otra discusión, pero coincido que tiene 

interés jurídico; que eso dé lugar a que se estudien las normas 

impugnadas, ya es otra cuestión, que es lo que está proponiendo 

el proyecto, que se estudien en función de que ese oficio, 

además de que son autoaplicativas se le aplicaron; esa es una 

cuestión, se le aplicaron, no se le aplicaron, y después ver qué 

sucede con el oficio, que fue lo que está dando lugar a la 

procedencia del juicio de amparo, pero coincido con usted, señor 

Ministro Presidente, que tiene interés jurídico, pero derivado del 
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oficio. Ahora, vamos a ver si ese oficio concretiza las normas o 

no. Gracias señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Al contrario. Señor Ministro 

Zaldívar. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Gracias 

señor Ministro Presidente. He escuchado con atención las 

objeciones que plantearon tanto la señora Ministra como los 

señores Ministros al proyecto; no obstante, voy a sostenerlo en 

sus términos, sin variarlo un solo ápice. 

 

No comparto el enfoque con que se ha analizado –

respetuosamente– este asunto por los tres integrantes –

presentes– de la Sala. 

 

Una visión que trata de cerrar la puerta a las mujeres, que buscan 

en esta Suprema Corte el reconocimiento y protección de sus 

derechos. Por el contrario, considero que el estudio de las 

normas y actos que se relacionan con la interrupción del 

embarazo, plantean complejidades singulares que deben ser 

ponderadas, no sólo en cuanto a la decisión sobre si debe o no 

permitirse el aborto, sino respecto a la forma en que deben 

apreciarse las normas y los actos reclamados, a efecto de 

determinar la procedencia del análisis de constitucionalidad de 

los mismos. 

 

Con el propósito de hacer notar esta cuestión, me permito 

recordar los antecedentes del caso. La quejosa se entera por 

doctores del Centro México 20 de Noviembre, –perteneciente al 

ISSSTE– que estaba embarazada. Días después estuvo 

internada en dicho hospital por amenazas de aborto, así se indicó 

que su embarazo era de alto riesgo.  
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Al tiempo, se realizó pruebas de amniocentesis genética para 

saber el estado del producto de la gestación. Dos semanas 

después, se enteró que el producto presentaba un síndrome, el 

cual impediría que se desarrollaran los genitales del producto, 

teniendo que recibir un tratamiento hormonal permanente. 

Durante este período, la quejosa vuelve a presentar amenazas 

de aborto, y es nuevamente hospitalizada. Ante su situación de 

salud, uno de los especialistas le indica la realización inmediata 

de un aborto, pues se encontraba en riesgo su salud. 

 

Ante estos hechos, la quejosa solicita –en distintas ocasiones– 

la interrupción de su embarazo; no obstante, no fue atendida su 

solicitud, ni considerada su situación de salud; así decide 

interrumpir su embarazo en una clínica privada. Como resultado 

de este aborto, es nuevamente internada en un hospital, pues 

presentaba un puerperio post aborto mediato.  

 

Como se observa, en el caso de la interrupción del embarazo el 

factor tiempo es vital; del momento en que se practique el aborto 

depende el grado de riesgo a la salud al que se puede enfrentar 

la mujer embarazada; así, es imprescindible notar la especial y 

compleja cuestión que plantea el combatir las normas y actos 

que impiden el aborto, pues debido al tiempo que dure el 

embarazo es muy probable que se actualicen cambios de 

situación jurídica. Además, es importante tener presente la 

indignidad que representaría para la mujer el exigirle que se 

sometiera a un proceso penal para estar en aptitud de cuestionar 

la constitucionalidad del delito de aborto. 

 

Además, la resolución del presente asunto no puede dejar ver el 

contexto que enfrenta la mujer en México. No puede ignorarse 

que penalizar la decisión de practicarse un aborto provoca 
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consecuencias dramáticas en la vida de muchas mujeres 

embarazadas.  

 

Debido a las barreras que enfrentan para interrumpir su 

embarazo, las mujeres se ven orilladas a recurrir a 

procedimientos traumáticos en condiciones que son indignantes, 

además de que colocan en riesgo su integridad física y mental. 

 

En la mayoría de los casos, la situación de vulnerabilidad en la 

que se encuentran estas mujeres, facilita que sufran violaciones 

sustanciales a sus derechos humanos. Por si fuera poco, estos 

casos frecuentemente concluyen con desenlaces tan trágicos, 

como la muerte de la mujer. 

 

De acuerdo a datos de la Organización Mundial de la Salud, 

anualmente se realizan veintidós millones de abortos inseguros, 

los cuales derivan en cuarenta y siete mil muertes y cinco 

millones de complicaciones. 

 
En México se tiene un registro de un total de veintinueve mil 

ochocientos veintidós muertes de mujeres por causas maternas, 

en el período que va de mil novecientos noventa a dos mil tres; 

de entre estas, dos mil ciento ochenta y seis fueron causadas por 

abortos inseguros; esto quiere decir que 7.3% de las muertes 

maternas se deben a esta causa.  

 

El Observatorio de Mortalidad Materna en México señala que 

sólo en dos mil trece las muertes de mujeres, relacionadas con 

abortos representaron el 8.9% del total de muertes maternas. 

Además, de acuerdo con el grupo de información en 

reproducción elegida entre agosto de dos mil doce y diciembre 

de dos mil trece, se registraron seiscientos ochenta y dos casos 

de mujeres criminalizadas por el delito de aborto en toda la 
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República, de las cuales veintinueve llegaron a una sentencia 

definitiva. 

 

En el mismo período de tiempo, se registraron nueve personas 

en prisión definitiva por el delito de aborto y trece en prisión 

preventiva; por último, la misma organización ha señalado que la 

restricción a la interrupción legal del embarazo no reduce el 

número de abortos, ni aumenta dramáticamente el número de 

nacimientos. 

 

Los datos muestran un escenario intolerable desde cualquier 

perspectiva; es en esta medida que se pone de relieve la 

importancia de analizar la cuestión del aborto, desde la 

importancia de las consecuencias trágicas que genera su 

penalización; por tanto, la determinación de procedencia del 

asunto debe atender a la peculiaridad del tema de aborto, y 

cuidar que los obstáculos procesales no se utilicen como pretexto 

para no pronunciarse sobre un tema que es muy complejo, o 

bien, para negar el acceso a la justicia a las mujeres que 

reclaman su derecho a abortar. 

 

No se trata de construir criterios ad hoc, sino de evaluar con la 

sensibilidad que merece el tema; entiendo que las reglas 

procesales no son un fin en sí mismas, sino un medio para 

garantizar el ejercicio de los derechos que protegen nuestra 

Constitución y los derechos humanos de fuente internacional. 

 

Esta ha sido una tradición en esta Primera Sala, el buscar la 

forma como hacemos flexible la procedencia para poder entrar a 

resolver asuntos complejos. Si hubiéramos fenecido en los 

debates técnicos y procesales, muchos de los precedentes de 

esta Primera Sala nunca se hubieran podido dictar. Y la forma de 
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ser flexible para ver el tema de aborto es una corriente en los 

tribunales constitucionales.  

 

Recientemente, –hace unos días– la Suprema Corte de los 

Estados Unidos resolvió un tema sobre esta materia, y los jueces 

de la Suprema Corte Norteamericana –que quedaron en 

minoría– alegaban, precisamente, que la mayoría había 

flexibilizado la procedencia del control judicial de la Suprema 

Corte por tratarse del tema de aborto, y en aquel caso, se 

alegaba justamente que había cosa juzgada. 

 

A la luz de lo anterior, el asunto que ahora se nos plantea es 

procedente por tres razones que son independientes, pero que 

de algún modo se complementa. Primero, porque las normas que 

penalizan el aborto tienen carácter de autoaplicativas y generan 

una afectación permanente que es susceptible de reclamarse en 

cualquier tiempo. Segundo, porque aun considerando que no 

fueran autoaplicativas, fundaron implícitamente el acto 

reclamado, cuya materia subsiste a pesar de no existir ya un 

embarazo. Y tercero, porque aun de no compartirse lo anterior, 

el acto reclamado resulte inconstitucional por vicios propios. 

 

Sobre el carácter autoaplicativo de las normas, en el proyecto se 

aplica la doctrina de esta Primera Sala, que inicia con el 

precedente del Amparo en Revisión 152/2013 y que fue 

retomada en distintos precedentes: Amparo en Revisión 

2016/2014, 492/2014, 263/2014 y, muy recientemente, 48/2016; 

sobre la forma de evaluar la naturaleza autoaplicativa de las 

normas, a partir de la incorporación del concepto de interés 

legítimo, doctrina que ha sido el criterio de, al menos, tres de los 

Ministros presentes en esta integración. 
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A la luz de esa doctrina, me queda claro que el asunto es 

procedente respecto a las normas reclamadas, las normas por el 

sólo hecho de existir cusan una afectación jurídicamente 

relevante a la esfera de la quejosa, la cual, además, es de tal 

envergadura, que no sólo se proyecta en la emisión de un 

mensaje estigmatizante, sino que genera una verdadera afrenta; 

la igual dignidad de las mujeres, al tiempo que las inhibe de 

ejercer con libertad sus derechos sexuales y reproductivos. 

 

En efecto, las normas generan una intromisión continuada en la 

esfera más íntima de las mujeres, aun cuando éstas no sean 

enjuiciadas bajo tales disposiciones. Estas normas dictan qué 

conductas pueden realizar las mujeres con sus cuerpos y 

comprometen de manera definitiva su proyecto de vida al 

imponerles llevar a buen término un embarazo, ya que de otro 

modo, deberán enfrentar consecuencias penales. 

 

Por otro lado, las normas impugnadas tienen un efecto 

estigmatizante, el cual no sólo es discursivo, sino que se 

manifiesta en una verdadera discriminación, pues autoriza la 

realización del aborto sólo cuando esté en peligro la vida de la 

mujer, dejando entrever que la salud de las mujeres tiene menos 

valía que el producto de la concepción. Estas disposiciones 

parten de la idea de que las mujeres tienen que cumplir un rol de 

madres, independientemente de las valoraciones internas que 

pueda tener una mujer para abortar. 

 

El efecto estigmatizante de las normas es sólo uno de los 

distintos elementos que se tomaron para que sea autoaplicativo, 

y además de lo que ya dije, simplemente leo el artículo 332 que 

se impugnó como parte del sistema: “Se impondrán de seis 

meses a un año de prisión, a la madre que voluntariamente 

procure su aborto o consienta en que otro la haga abortar, si 
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concurren estas tres circunstancias: I. Que no tenga mala fama; 

II. Que haya logrado ocultar su embarazo, y III. Que éste sea 

fruto de una unión ilegítima. Faltando alguna de las 

circunstancias mencionadas, se le aplicarán de uno a cinco años 

de prisión”. Entonces, aplicaremos una pena menor a las mujeres 

que no tengan mala fama. ¿Qué es no tener mala fama? ¿Qué 

esto no es discriminatorio para las mujeres? Si usa minifalda, ¿ya 

tiene mala fama? Que haya logrado ocultar su embarazo. Pues, 

además, para premiarlas la mujer tiene que mentir, tiene que 

ocultar, tiene que avergonzarse de su condición. Que sea fruto 

de una unión ilegítima. ¿Qué es una unión ilegítima? Si esto no 

es una norma estigmatizante para las mujeres, no sé qué pueda 

considerarse una norma de este tipo.  

 

Así, estas normas constituyen una forma de discriminación 

basada en género; primero, porque su efecto es impedir a la 

mujer el acceso a un procedimiento que podría ser necesario 

para el goce de sus derechos en un plano de igualdad —aquí 

está el tema de igualdad y de equidad del que hablaba el Ministro 

Gutiérrez—. Además, el propósito de este tipo de disposiciones 

es discriminatorio en razón de que subestima la capacidad de la 

mujer para tomar decisiones responsables sobre su vida y 

cuerpo. 

 

Las normas también generan un efecto disuasivo, shine effect, 

pues impiden el ejercicio de un derecho, incluso, estas 

disposiciones pueden inhibir que las mujeres se embaracen por 

el miedo a que, debido a una grave complicación decidan 

abortar; este efecto inhibitorio repercute también en los médicos, 

quienes al establecerse estándares muy altos en la permisión del 

aborto, prefieren no interrumpir un embarazo para no correr el 

riesgo de ser sujetos a un proceso penal. 
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Además, resulta un exceso y un absurdo exigir un acto concreto 

de aplicación; es absurdo que para analizar la constitucionalidad 

de las normas se le exija a la mujer embarazarse o practicarse 

un aborto, poniendo en riesgo su vida y su libertad; de otro modo 

se llegaría al extremo de someter a la quejosa a un trato indigno 

para que pueda impugnar la disposición que le causa perjuicio. 

 

Esta visión es congruente con los precedentes de los Tribunales 

Constitucionales Internacionales más prestigiados del mundo. 

No se dejó de decidir Roe Vs. Wade por el hecho de que la mujer 

reclamante ya se hubiera practicado un aborto; tampoco el 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos exigió que las mujeres 

afectadas por las restricciones al abordo existentes en Irlanda 

siguieran embarazadas. Por su parte, el Comité de Derechos 

Humanos de Naciones Unidas, analizó las normas de sodomía a 

pesar de que no fue enjuiciado bajo dichas disposiciones. 

 

En relación con la aplicación de las normas al acto reclamado, 

aun considerando y suponiendo sin conceder que no fueran 

autoaplicativas, estoy convencido de que éstas fundan el acto 

reclamado, lo que se confirma con que dos integrantes de esta 

Sala han dicho que hay interés jurídico. El acto reclamado no 

puede analizarse al vacío, debe examinarse a la luz de lo que 

solicite el gobernado, así como de lo que reclame en el juicio de 

amparo.  

 

En el caso, debemos tener presente, que es la mujer quien 

solicitó el ejercicio del derecho a interrumpir su embarazo, y que 

es ella quien promueve el juicio de amparo en contra de la 

negativa de su libertad, y no es correcto lo que se dijo aquí, que 

reclama simplemente el tema de salud, reclama que se le permita 

abortar en cualquier escenario, y por eso alega la violación a su 

derecho al libre desarrollo de la personalidad.  
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Por tanto, para dar respuesta a la quejosa, la autoridad 

responsable de ya constatar si el orden jurídico confiere esa 

facultad en la mujer y actuar en consecuencia, si bien, en el caso 

la autoridad no especificó el fundamento legal del marco 

normativo que regula el aborto, se aprecia que la imposibilidad 

jurídica de abortar y sus excepciones se encuentran, sin lugar a 

dudas, en el sistema normativo que conforman los artículos 332, 

333 y 334 del Código Penal Federal; efectivamente, es en virtud 

de tales preceptos que el orden jurídico prohíbe que las mujeres 

puedan interrumpir su embarazo y, por ello, sólo dichos 

preceptos podrían sustentar la negativa de la autoridad 

responsable.  

 

En otras palabras, es evidente que el acto reclamado no podía 

sustentarse en las normas que penalizan individualmente a los 

médicos que practiquen un aborto, pues para los efectos del 

juicio de amparo, no son los médicos, en lo individual, quienes 

negaron formalmente el aborto, antes bien, la negativa es un acto 

administrativo proveniente de un centro médico del ISSSTE y, 

por tanto, de un órgano del Estado.  

 

Consecuentemente, debe estimarse que el hospital sustenta su 

negativa en normas penales que prohíben a la quejosa ejercer la 

libertad que solicitó. Sobre la procedencia del análisis del acto 

reclamado, —como se señaló en la propuesta— la materia de 

amparo que ahora se discute, no es la interrupción del embarazo, 

la quejosa no solicitó la interrupción del embarazo, sino un 

pronunciamiento sobre la inconstitucionalidad de los artículos y 

la negativa de las autoridades.  

 

En el proyecto se consideró que dicha cuestión subsiste y que es 

susceptible de ser reparada a través del juicio de amparo, esto 
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es, —bajo la lógica del proyecto— no es relevante que la quejosa 

haya interrumpido su embarazo antes de conocer la negativa 

formal del hospital, o antes de que haya promovido el amparo, 

pues como se indicó, la materia del amparo no radica en la 

práctica del aborto, sino en las afectaciones derivadas de la 

negación del derecho a que fuera evaluada su situación, que si 

bien, se formalizaron hasta el veinte de noviembre, se 

manifestaron mucho antes de la interrupción del embarazo.  

 

En efecto, considero que es absurdo exigir que subsista el 

embarazo dado que este tiene un término y, en tanto, el aborto 

debe realizarse con la mayor celeridad para no poner en riesgo 

a la mujer embarazada. Además, dichas violaciones subsisten, y 

son susceptibles de ser reparadas a través del juicio de amparo, 

pues aunque ya no puede interrumpirse el embarazo, esta 

Primera Sala entendió en un precedente muy reciente, que la 

sola determinación de que se vulneró un derecho constituye, en 

sí, una forma de restitución, también se admitió que pueden 

ordenarse medidas de rehabilitación. 

 

Así, las afectaciones de la quejosa, consistente en mentales, 

derivadas del reproche y juicio a los que fue sometida, así como 

daños a su salud física al no habérsele permitido acceder al 

servicio de salud público, son susceptibles de ser reparadas, 

pues esta sentencia, en sí, restitutiva, en tanto reconoce que se 

violaron derechos de la quejosa. 

 

Por lo que a partir de esta determinación, puede acudir a las vías 

procesales correspondientes para solicitar la eliminación 

correspondiente, como acudir a un juicio de responsabilidad 

patrimonial o al Sistema Nacional de Atención a Víctimas.  

 



28 

 

Además, se ordena en el proyecto la rehabilitación física y 

emocional de la quejosa; en efecto, —de acuerdo a un 

precedente muy reciente, votado por unanimidad de esta Sala— 

la rehabilitación también puede verse como una forma de 

restitución, por lo que puede ser ordenada a través de una 

sentencia de amparo.  

 

En virtud, de que el fondo del asunto está íntimamente 

relacionado con las reglas de procedencia, me voy a permitir 

expresar el fondo del asunto y las razones por las cuáles 

sostendré el proyecto.  

 

Ahora bien, una vez dirimido los obstáculos procesales, el 

proyecto se hace cargo de los argumentos de la quejosa que 

consistieron, básicamente, en que normas y actos vulneran sus 

derechos al libre desarrollo de la personalidad, salud y no 

discriminación. 

 

Como se señala en el proyecto, es claro que el caso del aborto 

plantea una de las problemáticas más complejas que puede 

enfrentar un tribunal constitucional.  

 

La cuestión se enmarca en uno de los debates morales y 

filosóficos más intensos, en el que existen numerosos puntos de 

vista que con frecuencia son defendidos vehementemente; 

además, las distintas posturas no son producto de desacuerdos 

superficiales, sino de profundas divergencias sobre cuestiones 

tan sensibles y trascendentes como la vida humana o la dignidad 

de la mujer; con todo, se advierte que en sede judicial no se trata 

de enjuiciar la moralidad del aborto, sino de determinar si es 

constitucional castigar con pena de prisión a la mujer que 

interrumpe su embarazo en determinadas circunstancias. 
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En efecto, la cuestión que debimos analizar se aparta del falso 

debate entre quienes están a favor y en contra de la vida, nadie 

propone el aborto como un método más de planificación; por 

tanto, el juicio que aquí se hace parte de considerar que la 

interrupción del embarazo es una situación trágica para cualquier 

mujer.  

 

Así, la pregunta constitucional que se resuelve en el proyecto es 

¿si la mujer puede abortar, y en su caso, en qué supuestos? Para 

determinar esta cuestión se ponderaron diversos derechos y 

principios, en diversos momentos y circunstancias: de un lado, 

los intereses y derechos de la mujer y del otro la protección 

jurídica que merece el producto de la gestación, valor del 

producto de la concepción. 

 

Se encontró que ni la Constitución ni los tratados internacionales 

han considerado al concebido como una persona en el sentido 

jurídico, susceptible de ser titular de derechos humanos; no 

obstante ello, el no nacido sí encuentra protección constitucional 

como un valor intrínsecamente relevante, por lo que ciertamente 

existe un interés fundamental en su preservación y desarrollo. 

 

Si ello es así, debemos aceptar que su desarrollo no puede 

terminar ni desperdiciarse prematuramente por cualquier razón, 

esta protección –vale apuntarlo– no deriva de que se vulneren 

los derechos o intereses del no nacido, sino que incluso, a pesar 

de que no los tenga, en realidad su existencia debe ser respetada 

como algo valioso en sí mismo, por lo que representa y lo que 

constituye per se. 

 

Este valor del concebido es incremental en el tiempo, en la 

medida en la que su desarrollo no es estático, sino que aumenta 

progresivamente a lo largo del período de gestación, desde que 
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es un cigoto hasta que se convierte en un bebé perfectamente 

desarrollado. En ese sentido, existen diferencias muy 

importantes entre un óvulo recién fecundado y un feto que ha 

desarrollado casi plenamente sus órganos y tejidos, y se 

encuentra en las etapas finales del embarazo. 

 

De esta manera, a medida que aumenta progresivamente la 

capacidad del organismo para sentir dolor, experimentar placer, 

reaccionar a su entorno y sobrevivir fuera del vientre materno, 

aumenta también su viabilidad para ser persona, y con ello, el 

valor que el Estado puede asignarle como objeto de tutela. 

 

Derechos de la Mujer. 

 

Ahora bien, frente a la protección que merece el producto de la 

gestación se ubican los derechos de la mujer sobre los que debe 

articularse cualquier argumentación que pretenda justificar el 

derecho de la mujer a interrumpir su embarazo. Primero, el 

derecho al libre desarrollo de su personalidad; segundo, el 

derecho a la igualdad y no discriminación; y, tercero, el derecho 

a la salud. 

 

Derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

 

Se afecta el menos prima facie el derecho al libre desarrollo de 

la personalidad, pues las prohibiciones al aborto inciden en el 

plan de vida que las mujeres desean realizar.  

 

En efecto, no hay nada más trascendental para una mujer que 

dar vida a un nuevo ser, tal decisión modificará profundamente 

la vida de la mujer en todos los sentidos, y en buena medida, 

determinará su destino y plan de vida. 
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En definitiva, lo que está en juego en la controversia sobre el 

aborto es, precisamente, la individualidad de las mujeres y su 

identidad; esta es la razón por la que, en este caso, la libertad se 

juzga tan personal, tan íntima, tan fundamental, y por lo que 

merece ser protegida. 

 

El hecho de forzar a una mujer a soportar un embarazo no 

deseado es imponerle por la fuerza una identidad, la identidad 

de mujer embarazada y de madre. Innegablemente es la 

integridad corporal de las mujeres, en el sentido físico como el 

emocional, lo que se pone en juego a través de la penalización 

del aborto. 

 

En este sentido, el aborto es una de las decisiones más 

personales e íntimas que puede tomar una mujer. La decisión de 

interrumpir el embarazo tiene tanto dimensiones éticas como 

médicas, cada una de estas dimensiones implica una afectación 

a la esfera más íntima de la mujer, sólo la mujer embarazada 

puede discernir la trascendencia de ser madre y las razones por 

las que prefiere tomar la difícil decisión de abortar. 

 

En esa medida, este dilema corresponde al fuero íntimo de la 

mujer, sólo ella conoce el peso de cada una de las razones 

personales, médicas, económicas, familiares y sociales que la 

impulsan y orillan a interrumpir el embarazo.  

 

Por tanto, es claro que las normas y actos que impiden el aborto 

afectan, al menos, en principio, el derecho de las mujeres a 

decidir su plan de vida, afectación que encuentra protección en 

el derecho al libre desarrollo de la personalidad. 

 

Derecho a la salud.  

 



32 

 

Por otro lado y en tanto el aborto es un procedimiento médico, 

las condiciones en que se lleva a cabo y los efectos derivados 

de su realización impactan en el derecho a la salud sexual y 

reproductiva de las mujeres. 

 

Al mismo tiempo, las consecuencias derivadas de las 

prohibiciones del aborto, tales como muertes evitables, la 

imposibilidad de volverse a embarazar o daños psicológicos 

permanentes constituyen afectaciones al derecho a la salud en 

ese aspecto. 

 

En efecto, existe una relación entre las prohibiciones al aborto y 

el grado en que las mujeres sufren daños en su salud derivados 

de abortos clandestinos.  

 

Así, se ha establecido que la penalización del aborto orilla a que 

las mujeres se realicen procedimientos en condiciones 

inseguras, las cuales ocasionan afectaciones temporales y 

permanentes en la salud y vida de las mujeres. 

 

Al respecto, de acuerdo con la Organización Mundial de la Salud 

de dos mil ocho, —como ya dijimos— anualmente se realizan 

veintidós millones de abortos inseguros, los cuales derivan en 

cuarenta y siete mil muertes y cinco millones de complicaciones, 

y en México, se tiene registro de dos mil ciento ochenta y seis 

muertes causadas por abortos inseguros. 

 

Derecho a la igualdad y no discriminación.  

 

Finalmente, y derivado de la normativa internacional y de la 

evolución jurisprudencial del derecho a la igualdad de género, 

en esta Primera Sala, es posible afirmar que existe un deber del 

Estado de velar porque el ejercicio de los derechos de la mujer 
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a decidir sobre su propio plan de vida y a ejercer su salud sexual 

y reproductiva, se realice sin prejuicios y estigmatizaciones. 

 

Así, las barreras que enfrentan las mujeres para abortar afectan, 

en principio, el derecho a la igualdad y no discriminación, toda 

vez que general que las mujeres ejerzan sus derechos 

dependiendo de concepciones sociales, con base, en las cuales, 

deben satisfacer un roll de género y cumplir el destino de ser 

madres. 

 

La afectación al derecho a la igualdad de género no emana 

únicamente de la condición biológica de la mujer; es decir, del 

hecho de que sólo las mujeres se pueden embarazar. La 

afectación deriva de la construcción social del roll que la mujer 

debe cumplir. 

 

En efecto, las barreras legales al aborto parten —en alguna 

medida— del estigma de que la mujer tiene que ser madre, 

independientemente de las razones que ésta pudiera tener para 

interrumpir su embarazo, este juicio impide que las mujeres 

puedan ejercer su sexualidad y decidir su plan de vida como 

sujetos autónomos, supuestos en que se encuentra permitido el 

aborto. 

 

Ahora bien, estos derechos no tienen carácter absoluto, sino que 

de acuerdo con el momento y circunstancias en los derechos de 

la mujer entran en juego con la protección que merece el 

concebido. Adquieren una fisonomía distinta o más específica; 

ello quiere decir que, como resultado de la ponderación de estos 

valores en distintos casos puede determinarse en qué supuestos 

la mujer puede interrumpir su embarazo. 
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Si bien, es imposible imaginar cada uno de los casos en que los 

intereses de la mujer se contraponen a la protección que merece 

el producto de la gestación, del derecho internacional y 

comparado, incluso, de la propia realidad, es posible 

comprender en los siguientes supuestos, los casos en que 

prevalecen los derechos de la mujer a la protección del no 

nacido. Primero. Cuando se encuentre en riesgo su salud; 

segundo. Cuando el embarazo se haya concebido en contra de 

su voluntad; tercero. Cuando el feto no sea viable; y, cuarto. 

Cuando existan razones distintas a las enunciadas, en los 

supuestos anteriores, pero que pertenezcan exclusivamente al 

fuero interno de la mujer embarazada en un período cercano a 

la concepción. 

 

La prevalencia de los derechos de la mujer en los primeros tres 

supuestos es bastante evidente, pues si bien el no nacido tiene 

un valor intrínseco muy importante, su reconocimiento como 

persona en el sentido jurídico aún no alcanza su materialización. 

 

Resulta, a todas luces, excesivo exigir el sacrificio de la salud o 

de la vida ya formada de la mujer o de su dignidad al haber sido 

víctima de una violación por la protección de la vida en formación. 

También encuentro desproporcionado, exigirle a una mujer que 

continúe con un embarazo que, muy probablemente, no llegará 

a buen término. 

 

Igualmente, distintos organismos –encargados de velar por la 

protección de los derechos fundamentales en el plano 

internacional– han recomendado que los Estados Parte 

deroguen las leyes que impidan que las mujeres accedan a un 

aborto legal y seguro en estos supuestos. 
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De esta forma, el Secretario General de las Naciones Unidas 

publicó una nota sobre el derecho de toda persona al disfrute del 

más alto nivel posible de salud física y mental. En ella sugirió la 

despenalización del aborto y derogar leyes conexas; a su vez, 

mostró preocupación por la angustia que causa a las mujeres 

tener que recurrir a procedimientos clandestinos en los Estados, 

en los que no se permite abortar a las mujeres. 

 

También, en este sentido, en el mecanismo de seguimiento de la 

implementación de la Convención Belém do Pará, el Comité de 

Derechos Sociales y Culturales, la Comisión Africana de 

Derechos Humanos y de los Pueblos, la Asamblea Parlamentaria 

del Consejo de Europa, el CEDAO, y el mecanismo de 

seguimiento a la Convención Belém do Pará se han pronunciado 

en este sentido. 

 

En estos tres supuestos existen múltiples precedentes de Cortes 

Constitucionales y tribunales internacionales que se han 

pronunciado por proteger la autonomía, dignidad, vida y salud de 

la mujer. 

 

Ahora bien, la situación más complicada de decidir, consiste en 

determinar si el derecho a la interrupción del embarazo 

comprende la libertad de abortar en supuestos distintos a la 

violación, riesgo de salud o inviolabilidad del feto; es decir, si la 

decisión de una mujer de interrumpir su embarazo puede estar 

fundada en razones distintas a las analizadas en los supuestos 

anteriores y no por ello carentes de relevancia constitucional. 

 

En efecto, estas razones pueden ser de índole muy variada, 

pueden tratarse de problemas familiares, de la modificación del 

plan de vida que había proyectado la mujer, de cuestiones 
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emocionales, en fin, un sinnúmero de circunstancias, cuyo peso 

y valor sólo conoce y puede ponderar la mujer que las enfrenta. 

 

A partir del contenido explicitado del derecho a libre desarrollo 

de la personalidad, es posible sostener que la evaluación de las 

razones que llevan a decidir interrumpir su embarazo 

corresponde sólo al fuero interno de la mujer; tal intimidad no 

puede ser invadida o juzgada por el Estado, pues significaría que 

la autoridad puede evaluar los deseos, sentimientos o 

motivaciones de las personas. 

 

Frente a este derecho, sin embargo, se contrapone la protección 

que le ha otorgado el Estado al producto de la concepción. Como 

se explicó, si bien el concebido no tiene el estatus jurídico de 

persona por lo que no tiene derecho a la vida, sí tiene un valor 

intrínseco, independientemente del peso que se le asigna a la 

mujer embarazada o a la sociedad. 

 

Este valor, aumenta progresivamente a medida que el producto 

de la concepción se va acercando al nacimiento, pues su 

potencial humanidad se va convirtiendo en realidad mientras 

avanza el embarazo. 

 

Como se observa, esta situación constituye un caso límite –como 

ningún otro–, dada la especial relación del feto con la madre, por 

lo que debe intentarse un equilibrio entre los intereses en 

conflicto. El balance entre los derechos e intereses en juego 

puede irse modificando a favor del producto a medida que se va 

acercando su viabilidad. 

 

Para salvar tal cuestión, debe evaluarse que la protección que 

merece el producto de la concepción va aumentando en cuanto 

avance el embarazo. Al mismo tiempo, y en atención al valor que 
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merecen los derechos de la mujer, debe otorgarse un espacio de 

libertad cercano a la concepción en el que pueda decidir 

libremente si desea interrumpir su embarazo. 

 

Así, considero que en un período cercano a la concepción el 

Estado no puede intervenir en el ámbito privado de la mujer sin 

atentar contra su libertad a decidir y a su dignidad como persona. 

Este período puede ser establecido por el legislador, siempre que 

tal regulación sea razonable y no vulnere de manera 

desproporcionada otros derechos. 

 

Para determinar la temporalidad en la que puede permitirse el 

aborto, el legislador puede acudir a la información científica 

disponible, así como a consideraciones de política pública en 

materia de salud que le parezcan pertinentes.  

 

En este período, el Estado no debe intervenir, porque la pregunta 

de cuándo un aborto es justificable es, en última instancia, una 

decisión que debe tomar la mujer embarazada.  

 

Deberes del Estado en los supuestos en los que se encuentra 

protegido el derecho a interrumpir el embarazo. 

 

Finalmente, debo decir que derivado del derecho de la mujer, 

tiene derecho a interrumpir su embarazo en determinados 

supuestos y el Estado tiene una serie de deberes positivos para 

garantizar que este derecho se ejerce de forma accesible, 

segura, expedita y sin discriminación. 

 

 Así, el ejercicio del derecho a interrumpir el embarazo para 

poder ejercerse en instituciones de salud pública, en condiciones 

seguras, con información suficiente y respeto a la 
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confidencialidad de la mujer, sin discriminación y con perspectiva 

de género.  

 

Por último, es fundamental que el Estado organice el servicio de 

salud pública, de modo que se permita a los profesionales 

médicos ejercer la objeción de conciencia.  

 

Inconstitucionalidad de las normas y actos reclamados a la luz 

de los derechos antes enunciados. 

 

Ahora bien, si los derechos al libre desarrollo de la personalidad, 

salud y no discriminación, se deriva de ellos que la mujer puede 

interrumpir su embarazo cuando está en riesgo su salud, cuando 

el feto no es viable, cuando el embarazo es resultado de un acto 

no consentido o viene en un período cercano a la concepción, es 

claro que resultan inconstitucionales todas aquellas normas que 

prohíban o penalicen la realización del aborto en este supuesto; 

por tanto, si los artículos 332 y 334 del Código Penal Federal 

penalizan a la mujer en todos estos supuestos, con excepción 

del caso de violación que se prevé como excusa absolutoria, es 

claro que estos preceptos resultan inconstitucionales. 

 

Debe recordarse que el artículo 332 tipifica el delito de aborto, 

mientras que el 334 sólo establece como excluyente de 

responsabilidad, mas no como excusa absolutoria el caso de 

peligro de muerte. Además, este último precepto impone una 

exigencia desproporcionada al requerir una afectación de ese 

grado, cuando basta que existe una afectación seria y fundada a 

la salud de la madre.  

 

Adicionalmente, el acto reclamado es inconstitucional al ser 

inconstitucionales las normas penales en que se sustenta, sin 

dejar de reconocer y establecerse –también– en el proyecto que 
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el acto de aplicación es inconstitucional en sí mismo, porque la 

quejosa tenía derecho a que, por lo menos, se evaluara su 

situación de salud a efecto de interrumpir su embarazo. 

 

Adicionalmente, la negativa es un acto discriminatorio, pues 

estuvo motivada por estereotipos de género, por ende, el acto 

violó los derechos a la igualdad y no discriminación en razón de 

género de la quejosa.  

 

Por último, no quiero dejar de destacar en este difícil tema –como 

ya indiqué– existe un falso debate entre quien está a favor de la 

vida y quienes están en contra de ella. Todos estamos a favor de 

la vida, pero a favor de la vida con dignidad, de la vida en libertad.  

 

Así, mi propuesta no supone el desconocimiento de ninguna 

constitución religiosa, no ignora el ámbito de libertad e intimidad 

de las personas respecto a sus creencias y valores y, muy 

particularmente, no obliga a nadie a actuar en contra de ellas; 

solamente implica el reconocimiento de que existe una exigencia 

constitucional de no penalizar el aborto en determinados 

supuestos, pues las medidas represivas agravan la situación de 

la mujer que se ve orillada a tomar la difícil decisión del aborto, y 

en nada contribuye a la solución del problema.  

 

El aborto es un drama humano para cualquier mujer, 

criminalizarla no es una solución que pueda sostenerse desde el 

punto de vista constitucional. Condenarla a la cárcel, a la 

clandestinidad, a poner en riesgo su salud, su vida, implica 

desconocer el valor que tiene como persona, cuyos deseos e 

intereses son relevantes y ponderables en la difícil cuestión de la 

interrupción del embarazo. Por todas estas razones, sostendré 

en sus términos el proyecto. Gracias señor Ministro Presidente. 
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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Al contrario. Señora 

Ministra Piña. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Gracias señor 

Ministro Presidente. Nada más en cuanto a lo que manifestó el 

señor Ministro Zaldívar, no comparto porque es un adjetivo que 

creo que no se da en el caso, por lo menos, por lo que a mí 

concierne. 

 

Al margen de los estudios que nos dice el señor Ministro que 

existen sobre las muertes de las mujeres provocadas por 

cuestiones —precisamente— de abortos mal realizados; al 

margen de todos los criterios internacionales que mencionó y al 

margen de su estudio o de su concepción de lo que implica la 

dignidad de la mujer y el no permitirle el aborto afecta no la 

dignidad de la mujer en cuanto a cuestiones de salud —que es 

el tema que se está viendo—, cuestiones que no son materia de 

fondo del asunto, no fueron materia de discusión en este asunto; 

por lo tanto, no me puedo referir a ellas porque de esa parte de 

la discusión de este asunto, no se llegó precisamente por una 

cuestión previa a realizar ese estudio; entonces, no puedo 

opinar, ni me puedo pronunciar, al margen de que respeto, 

comparta o no comparta sus apreciaciones, nos fueron materia 

de discusión y, por lo tanto, no me puedo pronunciar al respecto.  

 

Lo que sí tendría que comentarle al señor Ministro, es que la 

primera aseveración que realizó en el sentido de que esta 

Suprema Corte trata de cerrar las puertas a las mujeres. Con 

todo respeto, no lo comparto ni lo acepto, porque el que 

tengamos criterios diferentes no implica adjetivizar la labor de la 

otra persona. En el caso concreto, él dice que ha sido materia de 

esta Primera Sala el hacer procedentes amparos en revisión con 

normas autoaplicativas estigmatizadoras, y señaló el 48/2016, en 
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ese asunto —como el Ministro recordará— voté en contra, 

precisamente porque no se daba la procedencia del amparo, con 

las mismas razones que estoy sustentando hoy; y en este 

sentido, —mi criterio que ahora sustento— ha sido congruente 

en todas mis votaciones. 

 

El tratar de cerrar las puertas es un adjetivo que no comparto, 

porque tenemos dos puntos de vista diferentes. Creo que de 

acuerdo a nuestra arquitectura constitucional, los procedimientos 

para analizar la regularidad, constitucionalidad de las normas y 

de todas aquellas que establecen derechos humanos, están 

previstos precisamente por nuestra Constitución en los 

mecanismo que ahí se establecen; dentro de esos mecanismos 

que ahí se establecen está el juicio de amparo, y el juicio de 

amparo, como cualquier juicio tiene requisitos de procedencia, la 

acción de inconstitucionalidad también tiene requisitos de 

procedencia. Recuerdo el caso de la acción de 

inconstitucionalidad donde por una mayoría de votos se dijo que 

tendría que verse el análisis de un cambio material o sustantivo 

para ver si era procedente o no la acción; voté en contra, 

precisamente porque a través de cualquier cambio legislativo iba 

a dar lugar a la acción. Eso no implicaba que se calificara de 

cerrar o no cerrar las puertas a las acciones de 

inconstitucionalidad, sino de criterios de procedencia; que en mis 

argumentos considere que, en este caso, el juicio de amparo no 

es procedente, no es cerrar las puertas. En el anterior asunto del 

matrimonio del mismo género, se abrió la puerta a través de este 

criterio de normas autoaplicativas discriminatorias, respeto pero 

no comparto, porque nuestra Constitución y nuestra Ley de 

Amparo establece la arquitectura constitucional para impugnar 

ese tipo de normas, y tan es así, que en la acción de 

inconstitucionalidad entró el mismo tema, y el Pleno por 

unanimidad de once votos resolvió sobre la inconstitucionalidad 
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de la misma norma, con exactamente analizando la procedencia, 

en este sentido.  

 

Considero, que el tratar de hacer procedente un juicio de amparo 

—que a mi juicio— no lo es, no es tratar de cerrar las puertas, ni 

ir en contra de las mujeres, se pueden analizar los temas en los 

asuntos en que se cumplan los requisitos de procedencia, porque 

esa procedencia, tanto en acción como en amparo, están 

establecidos por el legislador, por el Constituyente, precisamente 

para garantizar seguridad jurídica.  

 

Ahora, si a juicio de la Primera Sala, el hecho —que no 

comparto— de que se trate de impedir el acceder, pues, 

entonces, tendrían que declararse a ser inconvencionales las 

propias normas de la Ley de Amparo que sustentan la 

procedencia, bajo otro sentido o establecer excepciones, pero 

partiendo de la misma teoría que sustenta todo el juicio de 

amparo, como son: normas autoaplicativas y heteroaplicativas, 

forzar la procedencia, —a mi juicio, y con total respeto al 

criterio— no me parece que sería actuar conforme a derecho ni 

conforme a la justicia, porque la justicia también implica que se 

vean todos, y hacer procedentes unos asuntos sí y otros no, eso 

queda al arbitrio del juzgador y, por lo tanto, tiene que haber 

reglas claras para nosotros. Gracias señor Ministro Presidente.  

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Al contrario. Simplemente 

me gustaría agregar, coincido con la procedencia del amparo, e 

insisto, creo que a la quejosa le asiste la razón, mi diferendo es: 

¿Qué pide la quejosa en la demanda? Y cito textualmente: 

solicito a usted Juez Quinto de Distrito, se declare la 

inconstitucionalidad de los artículos 333 y 334 del Código Penal 

Federal, en lo relativo a la ausencia de la causal de salud como 

excluyente responsabilidad delito del aborto, si estuviera 
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impugnado el delito del aborto no habría necesidad de impugnar 

el artículo que establece el excluyente de responsabilidad del 

aborto. 

 

Y sexto, se pronuncia sobre la discriminación implícita los 

artículos 333 y 334 del Código Penal Federal, en los términos de 

lo argumentado en relación a la violación del derecho a la 

igualdad y no discriminación, el juez administrativo conoció, 

inicialmente, de este asunto, le requirió a la quejosa para que 

aclarara el sentido y alcance de su pretensión, y la quejosa 

declaró lo siguiente: este oficio se combate con primer acto 

concreto y particular de aplicación del sistema penal mexicano, 

que no establece la posibilidad de interrupción del embarazo por 

motivos de salud de la mujer, artículos 333 y 334 del Código 

Penal Federal.  

 

Y b), la constitucionalidad de los artículos 333 y 334 del Código 

Penal Federal por ser discriminatorios, ya que tácitamente 

prohíben la interrupción del embarazo por motivos de salud de la 

mujer. En ese sentido, —me parece que le asiste la razón— 

votaré en contra del proyecto —respetuosamente— porque me 

parece que no atiende a la causa de pedir. Señora Ministra Piña. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Nada más para 

volver aclarar un punto. En este caso, el juicio de amparo es 

procedente por interés jurídico, en función del oficio; el oficio 

reclamado, si tiene vicios de legalidad en sí mismo o no, eso es 

cuestión de legalidad y hay que analizar, en este caso, el juicio 

de amparo procedió en sí mismo por el oficio, lo que hay que 

analizar primero es: si ese oficio concretizó o no la aplicación de 

las normas, que son dos cosas diferentes ¿sí me explico?  
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Entonces, no es sobre si procede o no el amparo, —porque ahí 

tendría que verse respecto primero del acto de aplicación— pero 

lo que estamos aquí discutiendo y para efectos de proyecto, fue 

la constitucionalidad de las normas bajo la visión que estableció 

el Ministro Zaldívar de que eran normas autoaplicativas, podría 

haber acto de aplicación de las normas, eso es lo que se está 

discutiendo aquí, nada más. 

 

El oficio es un acto reclamado que en sí mismo puede ser 

analizado, eso se discutirá cuando se vuelva a presentar el 

proyecto, porque este proyecto no analiza esa cuestión. El 

Ministro parte, siguiendo un criterio que entiendo es de la 

mayoría de la Sala, eran normas autoaplicativas y por eso no 

había ni siquiera necesidad de analizar un acto de aplicación, y 

sólo a mayor abundamiento precisó que había un acto concreto 

de aplicación, pero el criterio que sustentaba –el proyecto del 

señor Ministro– era la autoaplicación de las normas sin acto de 

aplicación; entonces, eso se verá en diferente momento, porque 

el proyecto –partiendo de lo que él sostiene– ya no analizó 

exactamente la legalidad del acto reclamado que fue señalado 

como acto de aplicación de las normas, que nada más fueron los 

artículos que se mencionó.  

 

Yo chequé demanda, la demanda se admitió nada más por esos 

artículos, si se quería, en un dado caso entrar, porque se 

considerara acto de aplicación –porque no está como sistema– 

se tendría que haber repuesto el procedimiento para que 

entonces se llamara a la autoridad responsable, porque en la 

demanda de garantías y toda la tramitación se refirió únicamente 

a los artículos 333 y 334, entonces ¿traía otros problemas la 

tramitación de este juicio? Sí. Se quería entrar al análisis de ese 

artículo. Consideré que eso no procedía y por eso ya no hice 
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mención de esta cuestión, pero son dos cosas diferentes. 

Gracias señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: A ver. Yo me siento 

suficientemente tranquilo con mi conciencia para no tener que 

justificar mis votaciones anteriores, ahí está mi record judicial; 

simplemente, –en este asunto concreto– por lo que se refiere al 

criterio de autoaplicatividad nunca lo he compartido, y se 

señalaron ya los asuntos en los que no estoy. Por lo que se 

refiere al caso de heteroaplicatividad, el artículo 333 y el artículo 

334 no se aplicaron en el caso concreto, y el artículo 332 no fue 

nunca reclamado. Por estas razones, votaré en contra del 

proyecto. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En contra. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

En contra del proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos en contra 

del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA DESECHADO EL PROYECTO.  
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ENVÍENSE LOS AUTOS A LA PRESIDENCIA DE ESTA SALA 
PARA QUE EL ASUNTO SEA RETURNADO A LA MINISTRA O 
A UN MINISTRO DE LA MAYORÍA. 
 
 
Se decreta un receso. 
 

(SE DECRETÓ UN RECESO A LAS 14:10 HORAS) 

 

(SE REANUDÓ LA SESIÓN A LAS 14:15 HORAS) 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Se reanuda la sesión.  

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, doy cuenta de manera conjunta con los asuntos 

identificados con los números económicos 1 y 2, con su 

autorización. 

 

ASUNTOS LISTADOS CON ANTERIORIDAD 
 

ASUNTO NÚMERO 1 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
367/2015. (RELACIONADO CON EL 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
369/2015). 

 
Y  

ASUNTO NÚMERO 2 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
369/2015. (RELACIONADO CON EL 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
367/2015). 

 
En ambos asuntos el proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE MODIFICA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
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SEGUNDO. DEVUÉLVANSE LOS AUTOS AL TRIBUNAL 
COLEGIADO DE ORIGEN, PARA LOS EFECTOS 
PRECISADOS EN LA RESOLUCIÓN. 
  
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío Díaz. 

 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Gracias señor Ministro 

Presidente. No coincido con el estudio que se realiza, me parece 

que habría algunos otros temas que analizar, por ello votaré en 

contra en ambos proyectos y anuncio voto particular también en 

ambos. Gracias señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal, por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con los 

proyectos. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: En contra de ambos. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con los dos 

proyectos. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

Con los proyectos. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos a favor de 

ambos proyectos. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, SE 
APRUEBAN LOS PROYECTOS POR MAYORÍA DE TRES 
VOTOS. 
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ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

 

ASUNTO NÚMERO 4 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
5174/2015. 

 
El proyecto propone:  
 
PRIMERO. SE CONFIRMA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE A LOS QUEJOSOS. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señora Ministra. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Gracias señor 

Ministro Presidente. En este asunto votaré en contra, considero 

que no se da la actualización de la procedencia del amparo y, 

por lo tanto, tendría que haberse desechado. Gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Con el proyecto, también. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En contra. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

A favor. 
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SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos a favor del 

proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 
Continúe por favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Con su autorización 

señor Ministro Presidente, doy cuenta con los restantes asuntos 

de la lista. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Adelante. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Gracias señor Ministro 

Presidente. 

 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 

ASUNTO NÚMERO 7 
 
SOLICITUD DE EJERCICIO DE LA 
FACULTAD DE ATRACCIÓN 16/2016. 
SOLICITANTE: SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL 
TERCER CIRCUITO.  
 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ESTA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE, 
NO EJERCE SU FACULTAD DE ATRACCIÓN PARA 
CONOCER DEL AMPARO EN REVISIÓN A QUE SE REFIERE 
ESTE ASUNTO. 
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SEGUNDO. DEVUÉLVANSE LOS AUTOS AL TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL CONOCIMIENTO, PARA LOS EFECTOS 
LEGALES CONDUCENTES. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

 
ASUNTO NÚMERO 9 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
5452/2015.  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE CONFIRMA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE A LA QUEJOSA.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

LISTA ADICIONAL 
 
ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

 
ASUNTO NÚMERO 11 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
1684/2015.  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA POR IMPROCEDENTE EL 
RECURSO DE RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE 
REFIERE. 
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 

ASUNTO NÚMERO 2 BIS 
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RECURSO DE RECLAMACIÓN 120/2016.  
 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL PRESENTE RECURSO DE 
RECLAMACIÓN.  
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO.  
  
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

ASUNTO NÚMERO 3 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
1588/2015. 
  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL PRESENTE RECURSO DE 
RECLAMACIÓN. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 4 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
192/2016. 
  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL PRESENTE RECURSO DE 
RECLAMACIÓN. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
Y finalmente. 
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ASUNTO NÚMERO 5 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
343/2016. 
  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA, POR IMPROCEDENTE, EL 
RECURSO DE RECLAMACIÓN.  
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

Es la cuenta señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias. Están a discusión 

los proyectos, ¿en votación económica se consulta si se 

aprueban? (VOTACIÓN FAVORABLE). 

 

QUEDAN APROBADOS POR UNANIMIDAD DE CUATRO 
VOTOS EN LA FORMA EN QUE SE PROPONEN. 
 

Muchas gracias licenciada. 
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Buenas tardes licenciada. Dé cuenta por favor con los asuntos 

listados bajo la ponencia del señor Ministro Cossío Díaz. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, LICENCIADA 

DOLORES RUEDA AGUILAR: Con el permiso de ustedes. 

Informo a la Sala que por instrucciones del señor Ministro 

ponente, el asunto listado con el número 8, correspondiente al 

Amparo Directo en Revisión 5147/2015, queda en lista. 

 

Asimismo, señor Ministro Presidente, solicito su autorización 

para modificar el orden de la lista y dar cuenta en primer lugar 

con los asuntos identificados en la lista con los números 6, 1, 9, 

10 y 1 Bis. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Adelante. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Gracias señor Ministro 

Presidente. 

 

ASUNTO LISTADO POR PRIMERA VEZ 
 

ASUNTO NÚMERO 6 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 
108/2014. ACTOR: PODER 
LEGISLATIVO DEL ESTADO DE 
SONORA. 

 

El proyecto propone: 
 
ÚNICO. SE SOBRESEE EN LA PRESENTE CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. 
 
NOTIFÍQUESE; "..." 
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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: No comparto el 

sobreseimiento que plantea el proyecto. Por lo tanto, votaré en 

contra del proyecto. Señora Ministra. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En el mismo sentido, 

no comparto y considero que tiene interés el municipio para 

ejercer la controversia constitucional, y votaré en contra. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: En contra. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Con el proyecto. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En contra. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

En contra. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos en contra 

de la consulta. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA DESECHADO EL PROYECTO. 
 

ENVÍENSE LOS AUTOS A LA PRESIDENCIA DE ESTA SALA 
PARA QUE EL ASUNTO SEA RETURNADO A LA MINISTRA O 
UN MINISTRO DE LA MAYORÍA. 
 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo con el 

orden de la lista. 
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ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

  

ASUNTO NÚMERO 1 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
5412/2015. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE CONFIRMA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE A LA QUEJOSA.  
 
NOTIFÍQUESE; "..." 
 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Zaldívar. 
 
 
SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Por las 

razones que invoqué en la sesión previa, votaré en contra de 

este asunto. Gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: En contra. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Con el proyecto. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

Con el proyecto. 
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SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos en favor 

del proyecto. 

 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 
 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo. 
 
 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 
 

ASUNTO NÚMERO 9 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
730/2016. 

 

El proyecto propone: 
 

PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN. 
 

SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 

TERCERO. SE ORDENA DAR VISTA AL MINISTERIO 
PÚBLICO ADSCRITO AL JUZGADO QUE CONOCIÓ DE LA 
CAUSA PENAL. 
  
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: No comparto el 

desechamiento que plantea el proyecto, por lo tanto, votaré en 

contra del proyecto. Tome votación nominal por favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto.  
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SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: También. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

En contra. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos en favor 

del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 
 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo. 
 

 

ASUNTO NÚMERO 10 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
794/2016. 

 

El proyecto propone: 
 

PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN. 
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 

TERCERO. SE ORDENA DAR VISTA AL MINISTERIO 
PÚBLICO ADSCRITO AL JUZGADO QUE CONOCIÓ DE LA 
CAUSA PENAL. 
  
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tampoco comparto el 

desechamiento planteado en este amparo directo en revisión, 

por lo tanto, votaré en contra, al igual que lo acabo de hacer en 

el asunto anterior. Tome votación nominal por favor. 
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SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Con el proyecto. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

En contra. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos en favor 

del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: QUEDA APROBADO EL 
PROYECTO POR MAYORÍA DE TRES VOTOS. 
 
 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo. 
 
 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 
 
 

 ASUNTO NÚMERO 1 BIS 

RECURSO DE RECLAMACIÓN 4/2016-
CA, DERIVADO DE LA CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL 79/2015. 
RECURRENTE: MUNICIPIO DE SANTA 
CATARINA, NUEVO LEÓN. 

 

El proyecto propone: 
 

PRIMERO. ES PROCEDENTE PERO INFUNDADO EL 
PRESENTE RECURSO.  
 

SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
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NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Zaldívar. 
 
 
SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Señor 

Ministro Presidente, este es un asunto que es returno de un 

proyecto que presenté, consecuentemente, votaré en contra. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal. 
 
 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: En contra. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Con el proyecto. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

A favor del proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos en favor 

del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: QUEDA APROBADO EL 
PROYECTO POR MAYORÍA DE TRES VOTOS. 
 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo con el 

orden de la lista. 

 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 

ASUNTO NÚMERO 2 
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CONFLICTO COMPETENCIAL 41/2016. 
SUSCITADO ENTRE EL SEGUNDO 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO 
CIRCUITO (AUXILIADO POR EL PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO 
DEL CENTRO AUXILIAR DE LA QUINTA 
REGIÓN, CON RESIDENCIA EN 
CULIACÁN, SINALOA) Y EL TERCER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS 
PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL 
QUINTO CIRCUITO. 

 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. QUE SÍ EXISTE EL CONFLICTO COMPETENCIAL.  
 
SEGUNDO. EL SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL QUINTO CIRCUITO ES 
COMPETENTE PARA CONOCER Y RESOLVER DEL 
RECURSO DE REVISIÓN. 
 
TERCERO. REMÍTANSE LOS AUTOS AL REFERIDO 
TRIBUNAL, PARA LOS EFECTOS PRECISADOS EN EL 
ÚLTIMO APARTADO DE ESTA SENTENCIA. 
 
NOTIFÍQUESE; "..." 
 

 
ASUNTO NÚMERO 3 
 
CONTRADICCIÓN DE TESIS 100/2016. 
ENTRE LAS SUSTENTADAS POR EL 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN 
MATERIA PENAL DEL SÉPTIMO 
CIRCUITO Y EL SÉPTIMO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

 

El proyecto propone: 
 
ÚNICO. ES INEXISTENTE LA CONTRADICCIÓN.  
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NOTIFÍQUESE; "..." 
 

 

ASUNTO NÚMERO 4 

AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
161/2016. 

 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN.  
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; "..." 
 

 
ASUNTO NÚMERO 5 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
6580/2015. 

 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE TIENE A LA RECURRENTE POR DESISTIDA 
DEL RECURSO DE REVISIÓN.  
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; "..." 
 

 
ASUNTO NÚMERO 7 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
4808/2015. 

 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO.  
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
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NOTIFÍQUESE; "..." 
 

 
ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 

 

ASUNTO NÚMERO 2 BIS 

RECURSO DE INCONFORMIDAD 
1491/2015. 

 

El proyecto propone: 
 

PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO. 
 

SEGUNDO. SE CONFIRMA LA RESOLUCIÓN RECURRIDA.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 

 

ASUNTO NÚMERO 3 BIS 

RECURSO DE RECLAMACIÓN 
1396/2015. DERIVADO DEL AMPARO 
DIRECTO EN REVISIÓN 5186/2015. 

 
 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO.  
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

 
ASUNTO NÚMERO 4 BIS 

RECURSO DE RECLAMACIÓN 
368/2016. DERIVADO DEL AMPARO 
DIRECTO EN REVISIÓN 732/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO.  
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
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NOTIFÍQUESE; “…” 
 

 
ASUNTO NÚMERO 5 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
163/2016. 

 
El proyecto propone:  
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO.  

SEGUNDO. SE CONFIRMA LA RESOLUCIÓN RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 

 

Es la cuenta señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Están a discusión los 

proyectos. En votación económica, ¿se consulta si se aprueban? 

(VOTACIÓN FAVORABLE). 

 

QUEDAN APROBADOS POR UNANIMIDAD DE CUATRO 
VOTOS EN LA FORMA EN QUE SE PROPONEN. 
 

Muchas gracias licenciada. 
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Señor Ministro Zaldívar. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Señor 

Ministro Presidente, el Ministro Pardo Rebolledo está 

desempeñando una comisión especial que fue asignada por el 

Presidente de la Suprema Corte, en su ausencia, me pidió que 

me hiciera cargo de su cuenta, de no haber inconveniente por 

parte de la Sala. Gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: ¿Existe algún inconveniente 

por parte de la Sala? (VOTACIÓN FAVORABLE) Adelante.  

 

Dé cuenta por favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, MAESTRA MARÍA 

ISABEL CASTILLO VORRATH: Sí señor Ministro Presidente, 

buenas tardes. 

 

Se informa que por instrucciones del señor Ministro ponente, 

quedan en lista los asuntos registrados bajo los números 

económicos 1, 8 y 10, correspondientes al Amparo en Revisión 

106/2016; Amparo Directo en Revisión 1762/2016, y Amparo 

Directo en Revisión 3802/2015. 

 

A continuación daré cuenta de manera conjunta con los demás 

asuntos. 

 
ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 

 
ASUNTO NÚMERO 2 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
565/2016. 
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El proyecto propone: 
 
PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN, SE REVOCA 
LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. DEVUÉLVANSE LOS AUTOS AL PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y 
CIVIL DEL DÉCIMO NOVENO CIRCUITO, PARA LOS 
EFECTOS PRECISADOS EN EL ÚLTIMO CONSIDERANDO 
DE ESTA EJECUTORIA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

ASUNTO NÚMERO 3 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
1110/2016. 
  

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN, SE CONFIRMA 
LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE A LA QUEJOSA Y RECURRENTE, EN CONTRA 
DEL ACTO QUE RECLAMA DE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE SEÑALADA EN EL RESULTANDO PRIMERO 
DE ESTE FALLO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…”  

 
ASUNTO NÚMERO 4 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
1918/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
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ASUNTO NÚMERO 5 
 
AMPARO EN REVISIÓN 200/2016. 
QUEJOSO Y RECURRENTE: TITULAR 
DE LA JEFATURA DE FINANZAS DE LA 
DELEGACIÓN ESTATAL EN YUCATÁN 
DEL INSTITUTO MEXICANO DEL 
SEGURO SOCIAL. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN, SE CONFIRMA 
LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE AL QUEJOSO Y RECURRENTE, EN CONTRA DEL 
ARTÍCULO 58, FRACCIÓN I, INCISO A), DE LA LEY DE 
PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 
 
TERCERO. SE RESERVA LA JURISDICCIÓN DEL TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA 
DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO, EN TÉRMINOS DEL 
PENÚLTIMO APARTADO CONSIDERATIVO DE ESTA 
PROPIA EJECUTORIA. 
 
CUARTO. QUEDA SIN MATERIA LA REVISIÓN ADHESIVA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 6 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
371/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA LA DETERMINACIÓN 
RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
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ASUNTO NÚMERO 7 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
843/20016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…”  

 

ASUNTO NÚMERO 9 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
680/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

 ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 

ASUNTO NÚMERO 1 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
1447/2015. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA LA DETERMINACIÓN 
RECURRIDA 
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NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 2 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
554/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 3 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
558/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 4 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
571/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
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ASUNTO NÚMERO 5 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
389/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL AUTO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

Es la cuenta señor Ministro Presidente.  

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias. Están a discusión 

los proyectos, ¿en votación económica se consulta si se 

aprueban? (VOTACIÓN FAVORABLE).  

 

QUEDAN APROBADOS POR UNANIMIDAD DE CUATRO 
VOTOS EN LA FORMA EN QUE SE PROPONEN. 
 

Muchas gracias.  
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Buenas tardes licenciada. Dé cuenta por favor con los asuntos 

listados bajo mi ponencia.  

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, MAESTRA MARÍA 

DOLORES IGAREDA DIEZ DE SOLLANO: Buenas tardes, con 

su autorización señor Ministro Presidente. Informo a la Sala que 

por instrucciones del Ministro ponente quedan en lista los 

asuntos marcados con los números 1, 3, 6, 10 y 4 bis, 

correspondientes el 1, al Amparo Directo en Revisión 2817/2015, 

el número 3, Amparo Directo en Revisión 6575/2015, el 6, 

Amparo Directo en Revisión 4022/2014, el número 10, Amparo 

Directo en Revisión 4243/2014, y el 4 Bis, Amparo Directo en 

Revisión 570/2016. 

 

Señor Ministro Presidente, solicito autorización para modificar el 

orden de la lista y dar cuenta destacada con los asuntos 2, 7 y 9. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Adelante.  

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente.  

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

 
ASUNTO NÚMERO 2 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 
29/2012. ACTOR MUNICIPIO DE SAN 
PEDRO GARZA GARCÍA, ESTADO DE 
NUEVO LEÓN. 

 
 
El proyecto propone: 
 
ÚNICO. SE SOBRESEE EN LA PRESENTE CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. 



71 

 

 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío.  
 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Gracias señor Ministro 

Presidente. Estoy en contra de este asunto, me parece que 

comparto en una parte del sobreseimiento, pero la otra, creo que 

tiene razón el municipio actor en cuanto a pedirnos una 

explicación por la falta de aprobación de la iniciativa de la ley que 

presentó; votaré en contra, y anuncio voto particular. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor.  

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente.  

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto.  

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: En contra.  

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto.  

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

Con el proyecto.  

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos con el 

proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS.  
 

Continúe.  
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SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente.  

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

 
ASUNTO NÚMERO 7 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
5577/2015. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN 
COMPETENCIA DE ESTA PRIMERA SALA, SE REVOCA LA 
SENTENCIA RECURRIDA.  
 
SEGUNDO. DEVUÉLVANSE LOS AUTOS AL PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO NOVENO CIRCUITO 
PARA QUE SE AVOQUE AL ESTUDIO INDICADO, 
CONFORME A LOS LINEAMIENTOS CONSTITUCIONALES. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señora Ministra Piña. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En este asunto voy a 

votar en contra porque existen diversas actuaciones e 

irregularidades durante la tramitación del amparo que —a mi 

juicio— impiden —incluso— analizar la constitucionalidad del 

acto, no comparto la consideración del artículo 384, ahí durante 

la tramitación del juicio existen diversas irregularidades que 

hacen preciso como acto reclamado y, por lo tanto, considero 

que esto es una reposición de procedimiento; y haré voto 

particular.  

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias. Tome la votación 

nominal por favor. Señor Ministro Cossío.  
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SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Por qué no votamos primero 

el 7, ya se identificó. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Perdón, tome votación 

nominal del asunto 7, es que nos saltamos en votación 

destacada el 4, pero tome votación nominal de este asunto y 

luego de cuenta, por favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Tomo votación del 

Amparo Directo en Revisión 5577/2015. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: También. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En contra. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

A favor del proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos con el 

proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Ahora el  

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

 
ASUNTO NÚMERO 4 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
2543/2013. 
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El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío Díaz. 

 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Gracias señor Ministro 

Presidente. Estoy en contra del desechamiento, creo que sí hay 

tema de inconstitucionalidad, votaré en contra, muchas gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: En contra. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: A favor. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

A favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos con el 

proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Continúe, por favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

ASUNTO LISTADO POR PRIMERA VEZ 

 
ASUNTO NÚMERO 9 
 
AMPARO EN REVISIÓN 863/2014. 

 

El proyecto propone: 

 

PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN, 
COMPETENCIA DE ESTA PRIMERA SALA, SE CONFIRMA 
LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 

SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE A LA QUEJOSA. 
 
TERCERO. SE RESERVA JURISDICCIÓN AL TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL CONOCIMIENTO. 
 

NOTIFÍQUESE; “…” 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señora Ministra Piña 

Hernández. 

 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: También en este 

asunto voy a votar en contra. En el auto de radicación sólo se 

tuvo como actos reclamados los dos oficios y no se tuvo como 

acto reclamado destacado el artículo 384 del Código Federal de 

Procedimientos Civiles; asimismo, al haberse dividido la 

demanda y mandarse a diversos jueces, existen inconsistencias 

sobre el sobreseimiento que se decretó respecto de uno de los 
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oficios, cuando en otro se abordó. En ese sentido, estaré en 

contra de que se analice incluso el artículo 384 del Código 

Federal de Procedimientos Civiles, porque —a mi juicio— ésta 

era una reposición de procedimiento debiendo dejarse 

insubsistente la sentencia, y haré voto particular. Gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal, por 

favor.  

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: También. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: En contra. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

Con el proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que hay mayoría de tres votos con el 

proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Con los restantes 

asuntos doy cuenta. 

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 

 
ASUNTO NÚMERO 5 
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AMPARO EN REVISIÓN 1184/2015. 
RECURRENTE: CONGRESO DEL 
ESTADO DE JALISCO Y OFICIAL DEL 
REGISTRO CIVIL NÚMERO UNO EN 
GUADALAJARA, JALISCO.  

 
 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN, 
COMPETENCIA DE ESTA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, SE CONFIRMA LA 
SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 
PROTEGE A LOS QUEJOSOS. 
  
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

 
ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 

 
ASUNTO NÚMERO 8 
 
AMPARO EN REVISIÓN 691/2015. 

 

El proyecto propone: 

 

PRIMERO. EN LA MATERIA DE LA REVISIÓN, 
COMPETENCIA DE ESTA PRIMERA SALA, SE CONFIRMA 
LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 

SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN NO AMPARA NI 
PROTEGE A LA QUEJOSA. 
 

NOTIFÍQUESE; “…” 

 
 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 
 

ASUNTO NÚMERO 1 BIS 
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RECURSO DE RECLAMACIÓN 70/2016.  

 
El proyecto propone: 

 

PRIMERO. ES FUNDADO EL RECURSO DE RECLAMACIÓN 
A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE REVOCA EL ACUERDO DE ONCE DE 
DICIEMBRE DE DOS MIL QUINCE, DICTADO POR EL 
PRESIDENTE DE ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE 
LA NACIÓN. 
 

TERCERO. REMÍTANSE LOS AUTOS A LA PRESIDENCIA DE 
ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 
PARA LOS EFECTOS PRECISADOS EN EL ÚLTIMO 
APARTADO DE ESTA RESOLUCIÓN. 
 

NOTIFÍQUESE; “…” 

 

ASUNTO NÚMERO 2 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
274/2016. 
 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
  
NOTIFÍQUESE; “…” 

 

ASUNTO NÚMERO 3 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
393/2016. 

 
El proyecto propone: 
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PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
  
NOTIFÍQUESE; “…” 

 

Finalmente, el 

 

ASUNTO NÚMERO 5 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
377/2016.  

 

El proyecto propone: 

 

PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 

SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 

NOTIFÍQUESE; “...” 

 

Es la cuenta señor Ministro Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias. Están a discusión 

los proyectos. ¿En votación económica, se consulta si se 

aprueban? (VOTACIÓN FAVORABLE). 

 

QUEDAN APROBADOS POR UNANIMIDAD DE CUATRO 
VOTOS EN LA FORMA QUE SE PROPONEN. 
 
Muchas gracias licenciada. 
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Dé cuenta por favor con los asuntos de la Ministra Norma 

Lucía Piña Hernández. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA, LICENCIADA MARÍA 

CRISTINA MARTÍN ESCOBAR: Buenas tardes. Con el permiso 

de ustedes, por instrucciones de la señora Ministra ponente, 

informo que los asuntos identificados con los números 2 y 8, 

correspondientes al Amparo Directo en Revisión 1586/2015 y 

Amparo en Revisión 95/2015, quedan en lista. 

 

Por otra parte, solicito su autorización, señor Ministro Presidente, 

para modificar el orden de la lista, y dar cuenta en primer lugar 

con los asuntos identificados con los números 1, 3, 6 y 11. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Adelante. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Gracias. 

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 
 

ASUNTO NÚMERO 1 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
4384/2013. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 
PROTEGE AL QUEJOSO.  
 
TERCERO. SE ORDENA DAR VISTA AL AGENTE DEL 
MINISTERIO PÚBLICO, EN TÉRMINOS DE LO ESTABLECIDO 
EN LA PARTE CONSIDERATIVA DE LA PRESENTE 
RESOLUCIÓN. 
 
NOTIFÍQUESE; “...” 
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SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: En este asunto votaré en 

contra, es un returno, en el cual mi proyecto fue rechazado por 

la mayoría, y anuncio un voto particular. Tome votación nominal 

por favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: También. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

En contra. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos con el 

sentido del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo. 

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD 
 

ASUNTO NÚMERO 3 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 
106/2012. ACTOR: MUNICIPIO DE 
BENITO JUÁREZ, ESTADO DE 
QUINTANA ROO. 

 
El proyecto propone: 
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ÚNICO. SE SOBRESEE EN LA PRESENTE CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. 
 
NOTIFÍQUESE; “...” 
 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío. 

 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Gracias señor Ministro 

Presidente. Voy a votar en contra, creo que no debiéramos 

sobreseer, hay un acto omisivo, en tanto no se han entregado 

diversas ministraciones al municipio actor; por eso, votaré en 

contra y anuncio voto particular. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: En contra. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

Con el proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos con el 

sentido del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO POR MAYORÍA DE TRES VOTOS. 
 
SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Doy cuenta con el 
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ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD. 

 

ASUNTO NÚMERO 6 
 
CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 
118/2014. ACTOR: MUNICIPIO DE SAN 
AGUSTÍN AMATENGO, ESTADO DE 
OAXACA. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES PARCIALMENTE PROCEDENTE PERO 
INFUNDADA LA PRESENTE CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL.  
 
SEGUNDO. SE SOBRESEE RESPECTO DE LOS ACTOS 
PRECISADOS EN LA PARTE CONSIDERATIVA DE LA 
PRESENTE RESOLUCIÓN.  
 
TERCERO. EL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO DE 
OAXACA NO HA INCURRIDO EN LA OMISIÓN DE ENTREGA 
DE LOS RECURSOS ECONÓMICOS QUE LE 
CORRESPONDEN AL MUNICIPIO ACTOR. 
 
CUARTO. PUBLÍQUESE LA PRESENTE RESOLUCIÓN EN EL 
SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío Díaz. 

 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Gracias señor Ministro 

Presidente. No comparto el sobreseimiento por el municipio 

actor, creo que debiera reconocérsele porque no se le han dado 

las participaciones. Gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 
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SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: En contra, y anuncio voto 

particular. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

A favor del proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos con el 

sentido del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo. 

 

ASUNTO LISTADO CON ANTERIORIDAD  
 

ASUNTO NÚMERO 11 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
516/2016. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
 SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Señor Ministro Cossío. 
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SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: Estoy en contra de la 

calificación de infundado, señor Ministro Presidente, creo que 

debiéramos entrar a analizar los temas de constitucionalidad. 

Gracias. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Tome votación nominal por 

favor. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Sí señor Ministro 

Presidente. 

 

SEÑOR MINISTRO ZALDÍVAR LELO DE LARREA: Con el 

proyecto. 

SEÑOR MINISTRO COSSÍO DÍAZ: En contra. 

SEÑORA MINISTRA PIÑA HERNÁNDEZ: Con el proyecto. 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE GUTIÉRREZ ORTIZ MENA: 

A favor del proyecto. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Señor Ministro 

Presidente, le informo que existe mayoría de tres votos con el 

sentido del proyecto. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: EN CONSECUENCIA, 
QUEDA APROBADO EL PROYECTO POR MAYORÍA DE 
TRES VOTOS. 
 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo con el orden 

de la lista.  

 

ASUNTOS LISTADOS CON ANTERIORIDAD 
 

ASUNTO NÚMERO 4 
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AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
6983/2015. 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
SEGUNDO. LA JUSTICIA DE LA UNIÓN AMPARA Y 
PROTEGE A LA PARTE QUEJOSA. 
 
NOTIFÍQUESE; “...” 
 

ASUNTO NÚMERO 5 
 
AMPARO EN REVISIÓN 77/2016. 
 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE REVOCA LA SENTENCIA RECURRIDA.  
 
SEGUNDO. SE RESERVA JURISDICCIÓN AL TERCER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA 
DEL PRIMER CIRCUITO, EN LOS TÉRMINOS DE LA PARTE 
CONSIDERATIVA DE LA PRESENTE RESOLUCIÓN.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 
 
 

ASUNTO NÚMERO 7 
 
AMPARO EN REVISIÓN 50/2016. 
 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ESTA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN ES LEGALMENTE 
INCOMPETENTE PARA CONOCER DEL RECURSO DE 
REVISIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE.  
 
SEGUNDO. REMÍTANSE LOS AUTOS A LA SEGUNDA SALA 
DE ESTA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, EN TÉRMINOS DE 
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LO PRECISADO EN LA PARTE CONSIDERATIVA DE LA 
PRESENTE RESOLUCIÓN.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

ASUNTO NÚMERO 9 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
40/2016. 
 

 
El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE.  
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 10 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
1567/2016.  
 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE.  
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.  
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 

 

ASUNTOS LISTADOS POR PRIMERA VEZ 

 

ASUNTO NÚMERO 1 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
366/2016. 

 
 El proyecto propone: 
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PRIMERO. ES FUNDADO EL RECURSO DE RECLAMACIÓN 
A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE REVOCA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
TERCERO. DEVUÉLVANSE LOS AUTOS A LA 
PRESIDENCIA DE ESTA SUPREMA CORTE, PARA LOS 
EFECTOS PRECISADOS EN LA PARTE CONSIDERATIVA 
DE ESTA SENTENCIA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 2 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
305/2016.  
 

El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 

ASUNTO NÚMERO 3 BIS 
 
RECURSO DE INCONFORMIDAD 
383/2016. 

 
 El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
INCONFORMIDAD A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: ¿Podría repetir el número 

por favor de este asunto? 
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SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: 583/2016. 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias. 

 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y CUENTA: Continúo señor 

Ministro Presidente. 

 

ASUNTO NÚMERO 4 BIS 
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN 
531/2016.  

 
 El proyecto propone: 
 
PRIMERO. ES INFUNDADO EL RECURSO DE 
RECLAMACIÓN A QUE ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. SE CONFIRMA EL ACUERDO RECURRIDO. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
Y por último, 
 

ASUNTO NÚMERO 5 BIS 
 
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 
1318/2016. 

 
 El proyecto propone: 
 
PRIMERO. SE DESECHA EL RECURSO DE REVISIÓN A QUE 
ESTE TOCA SE REFIERE. 
 
SEGUNDO. QUEDA FIRME LA SENTENCIA RECURRIDA. 
 
NOTIFÍQUESE; “…” 
 
 
Es toda la cuenta señor Ministro Presidente. 

 



90 

 

SEÑOR MINISTRO PRESIDENTE: Gracias. Están a discusión 

los proyectos, ¿en votación económica se consulta si se 

aprueban? (VOTACIÓN FAVORABLE). 

 

QUEDAN APROBADOS POR UNANIMIDAD DE CUATRO 
VOTOS EN LA FORMA QUE SE PROPONEN. 
 
 
Agotados los asuntos correspondientes a la sesión del día de 

hoy, me permito citar a la señora Ministra y a los señores 

Ministros a la sesión que tendrá verificativo el próximo miércoles 

seis de julio del año en curso a las diez horas con treinta minutos. 

Se levanta la sesión. 

 

(SE LEVANTÓ LA SESIÓN A LAS 14:55 HORAS) 

 

“En términos de lo determinado por el Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación en su sesión del veinticuatro de abril de dos mil siete, 
y conforme a lo previsto en los artículos 3, fracción II, 13, 14 y 18 de la Ley 
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información 
considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en 
esos supuestos normativos”. 

  
 


